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			Prólogo

			En el año 1971 empecé a dictar en la Facultad de Derecho de la PUCP el curso Derecho Industrial, cuya segunda parte estaba constituida por temas vinculados a la propiedad industrial, esto es, patentes de invención, modelos de utilidad, signos distintivos y competencia desleal. Años después, el íntegro del curso estuvo comprendido por estas materias, para lo cual desde el inicio se habían seleccionado materiales de enseñanza. Esta parte está muy vinculada a la innovación, la tecnología y a su impacto en la vida jurídica y económica del país y de las empresas, razón por la cual dentro de ese curso de pregrado había referencias también a estas otras materias.

			Años después, en 1979, asistí en Ginebra a la Primera Conferencia de Profesores de Propiedad Intelectual que, más tarde, en 1981, daría lugar a la creación de la Asociación Internacional de Profesores e Investigadores de Propiedad Intelectual (ATRIP), lo que me permitió conocer a los más destacados académicos del mundo en el ámbito de los derechos intelectuales, específicamente en conferencias realizadas en países desarrollados. Ahí pude comprobar que algunos de los temas de mi particular interés vinculados a esa área del derecho tenían una presencia académica y administrativa de gran importancia en las universidades del Primer Mundo, lo cual me hizo seguir con atención los estudios sobre tales asuntos.

			En el año 1994 se realizó en Lima un taller internacional sobre «Negociación y redacción de contratos de transferencia de tecnología», en el que participaron distinguidos académicos de Europa y América, y en el que se puso de relieve las implicancias que esas materias tenían en la vida universitaria y en la investigación, asunto ya en esa época largamente tratado en las universidades y empresas de los países desarrollados, pero sin mayor presencia en el Perú ni en el resto de la región. 

			Fue así que en el año 1995 publiqué un largo artículo, «Los contratos de investigación universidad/empresa y la regulación jurídica de sus resultados», en el cual abordé esa materia así como otros temas vinculados que me siguieron interesando y que desarrollé años más tarde; este ensayo actualizado es el primero que aparece en este libro. Más adelante desarrollé algunos de los temas que habían quedado pendientes; comencé entonces con «Noticia y breve enjuiciamiento de la legislación peruana sobre invenciones laborales», artículo publicado en 2012; posteriormente traté el tema de los resultados de la actividad científica en «Apuntes sobre la protección jurídica a los resultados de la actividad científica», publicado en 2013, y después, para completar el ciclo, «El régimen jurídico de las patentes universitarias en el Perú», publicado el mismo año. Casi todos han tenido pequeños cambios o agregados vinculados a la legislación puesta en vigencia recientemente, especialmente la nueva Ley Universitaria, ley 30220, que, sin embargo, no ha alterado el contenido esencial de los artículos.

			El último trabajo que aparece en este libro es «El trato de excepción a la enseñanza en el derecho de autor», publicado en 2014 y que busca poner de manifiesto la importancia de esas excepciones en la vida universitaria y en la investigación, en un momento en el cual la tecnología digital cuestiona y obliga a efectuar modificaciones en el tratamiento tradicional de la materia, en el marco de convenios internacionales de amplísima acogida. Esta materia tiene significativas implicancias en el régimen laboral de los profesores universitarios, en las obligaciones de los estudiantes y, en general, en la vida académica con efectos jurídicos y económicos de notable relieve.

			En términos generales, los asuntos tratados en los cinco trabajos mencionados han sido y son ampliamente debatidos desde muchos años atrás en las universidades de los países más desarrollados, y tienen implicancias directas en las políticas públicas de esos países y en los tratados que promueven e imponen. Algunos países latinoamericanos han tenido una participación más o menos activa en algunos de los temas, pero en el Perú no ha sido así, lo que se ha acrecentado en los últimos años por la proliferación de universidades públicas y privadas de bajísimo nivel académico. Hay también, por cierto, entre nosotros excepciones y universidades interesadas en la investigación y en sus resultados, y también algunas empresas ya se han percatado de que esas investigaciones universitarias les podrían ser de utilidad. 

			Los artículos contenidos en el presente libro buscan, en consecuencia, llenar ese vacío que existe entre nosotros, con un afán principalmente divulgador, y con el propósito de que lo que en ellos se trata sea un primer peldaño en la tarea por desarrollar entre la investigación, la ciencia, la tecnología y el derecho, para poder apreciar cuáles son sus efectos en el país y sus proyecciones hacia el extranjero.

		


		
			Los contratos de investigación universidad-empresa y la regulación jurídica de sus resultados

			Introducción

			El presente artículo fue publicado en dos partes por la revista Ius et Veritas en sus números 10 y 15 de los años 1995 y 1997, respectivamente. A pesar del tiempo transcurrido, su propuesta central sigue plenamente vigente, aunque se ha actualizado en lo que se refiere a las menciones de la legislación peruana y se han eliminado algunas referencias obsoletas. El artículo conserva su afán divulgador, porque lo que trata aún no ha sido suficientemente debatido ni analizado en la universidad peruana, aunque es materia común en los centros de enseñanza superior de los países más avanzados. 

			Específicamente sirvió como acicate para escribirlo un taller internacional sobre «Negociación y redacción de contratos de transferencia de tecnología» celebrado en la Pontificia Universidad Católica del Perú y en la Universidad de Lima en abril de 1994, al cual asistió un destacado conjunto de especialistas y profesores de Europa y América Latina, importante taller que no tuvo la repercusión que merecía. Influyó también en el propósito para escribirlo mi asistencia en 1979 a la Primera Conferencia de Profesores de Propiedad Intelectual convocada por la OMPI y realizada en Ginebra, que más tarde, en 1981, daría lugar a la creación de la Asociación Internacional de Profesores e Investigadores de Propiedad Intelectual (ATRIP), de la que soy fundador y donde tuve ocasión de conocer a muy destacados académicos vinculados a los temas jurídicos relacionados con los derechos intelectuales y apreciar el reconocimiento que daban a la innovación y creación tecnológica como a la regulación jurídica de sus resultados, en un momento en el que ya se preveían cambios tecnológicos sustantivos y su necesario impacto en la legislación vinculada a esos derechos. 

			Al clausurar el taller antes mencionado, el entonces rector de la PUCP, el ingeniero Hugo Saravia, reconoció la importancia que tiene la relación entre la universidad y la empresa, e hizo mención a las dificultades que habían existido en el Perú para poder hacerla fructífera. En esa ocasión, dijo textualmente que:

			Sabemos que el desarrollo de una base tecnológica depende de la existencia de investigadores, de laboratorios, y de la adquisición seleccionada de tecnología extranjera, para que esta última complemente los esfuerzos de investigación locales. El proceso pues de adquisición, de transferencia de tecnología, o su misma creación, supone una secuencia de actividades íntimamente conectadas, que abarcan asuntos tales como la identificación de las necesidades tecnológicas, el conocer cuáles son los lugares en que existe disponible la tecnología, la difusión de información a los posibles usuarios, en fin, la difícil tarea de evaluar y seleccionar la más adecuada, en costos y condiciones y, llegada la ocasión, negociar en los mejores términos, para posteriormente lograr la óptima explotación y la utilización máxima de los resultados.

			Reconoció también que hasta esa fecha, en el Perú, la universidad no había sido capaz aún de enfrentar y responder con satisfacción a los problemas planteados por la creación y comercialización de tecnología. Recordó la pobreza de los recursos económicos de las universidades en el país y reconoció la necesidad de dar una mayor flexibilidad al trato laboral de los investigadores. En lo esencial, ese diagnóstico sigue plenamente vigente.

			Si bien durante los últimos años se ha producido un importante desarrollo económico, cuyos efectos positivos han llegado a prácticamente todas las clases sociales, la liberalización de la legislación vinculada a las instituciones de enseñanza superior ha dado lugar a una proliferación de universidades, tanto públicas como privadas, de muy bajo nivel académico y administrativo, razón por la cual el interés por la investigación y sus resultados solo interesa a unas pocas, lo que no tiene impacto suficiente para que la sociedad y sus líderes tomen nota de la importancia que tienen los temas de los que se trata en este artículo para el desarrollo armónico y permanente del país.

			Como se podrá apreciar, este trabajo está dividido en cinco partes: la primera contiene algunas consideraciones sobre la relación universidad-empresa; la segunda presenta las principales modalidades de cooperación y mecanismos de vinculación; la tercera trata sobre la problemática de las patentes universitarias; la cuarta, sobre los problemas derivados de la explotación y comercialización de la tecnología protegida; y la quinta, de algunas consideraciones sobre la comercialización de las patentes universitarias. 

			1. Apuntes sobre la relación universidad-empresa en el ámbito de la investigación tecnológica

			1.1 La importancia de la investigación científica y tecnológica

			No cabe duda de que el desarrollo de las capacidades científicas y tecnológicas constituye un factor esencial del crecimiento económico. De ahí que los recursos y esfuerzos dedicados a la creación y fortalecimiento de tales capacidades no han cesado de aumentar durante los últimos años en los países desarrollados, así corno en los nuevos países industrializados del sudeste asiático.

			Ello ha llevado a revalorizar el papel de los centros de investigación y las universidades se han visto cortejadas por la industria, lo que se evidencia con la multiplicación de los acuerdos de cooperación, particularmente en aquellas áreas en las que la frontera entre la investigación básica y la aplicada es más difusa, como son los casos de la biotecnología y la microelectrónica (Correa, 1992).

			El nuevo marco de apertura económica que se da en muchos países —entre ellos el Perú— exige una mayor capacidad innovativa, que muchas empresas —sobre todo las medianas y pequeñas que son en nuestro país las más numerosas— no pueden satisfacer con recursos internos. Los convenios con centros de investigación —muchos de los cuales son universitarios— ofrecen fórmulas flexibles que permiten acceder a laboratorios y equipos costosos como a investigadores calificados.

			Emplearemos el término universidad como denominador común de todos los tipos de centros de enseñanza postsecundaria que brindan una formación avanzada y de alto nivel académico. Asimismo, utilizaremos empresa para referirnos a cualquier tipo de organización que realice una actividad económica, más allá de su objeto, estatuto jurídico o tamaño.

			1.2. Breve visión retrospectiva

			A lo largo de los siglos, la universidad —cuyo surgimiento algunos relacionan con el capitalismo comercial y después con el industrial (De Negraes, 1992, p. 148)— ha tenido como propósito la formación de élites dirigentes para ejercer el poder, así como la formación de personal técnico destinado a asumir funciones cada vez más complejas en la administración pública y en el aparato productivo.

			Se puede decir que la relación entre la producción y transmisión de la ciencia y el accionar político-económico, estuvo presente, a partir del Renacimiento, desde que fue posible vincular el avance de las técnicas artesanales con el trabajo de los científicos. Así, entre el 30% y el 60% de las invenciones científicas realizadas en el siglo XVII fueron destinadas a apoyar las necesidades de la industria y del gobierno (De Negraes, 1992).

			En el siglo XIX, el desarrollo industrial plantea nuevos desafíos a la universidad que pasa —en forma creciente— a ser un centro generador de conocimiento, junto con algunos institutos de investigación públicos y privados, fundamentalmente en las áreas de la ingeniería y la agricultura.

			Pero el desarrollo de relaciones más estrechas con el sector productivo es un fenómeno del ya entrado siglo XX, básicamente en Europa y en los Estados Unidos. En este último país, los cuerpos académicos rechazaban fondos públicos para la investigación en la década de 1930, temiendo, como dice De Negraes, que la universidad perdiera su autonomía, lo que dio lugar al nacimiento de las fundaciones con el objeto de financiar la investigación, que tan grande influencia tendrían posteriormente. Son esas fundaciones, en verdad, las precursoras de los programas gubernamentales, intensificados principalmente durante la Segunda Guerra Mundial y la inmediata posguerra, que se convertirían —hasta hoy lo son— en la principal fuente de financiamiento, haciendo poco significativos cuantitativamente los fondos privados provenientes de la industria. Ahí se encuentra, parcialmente, también la explicación para que buena parte de los fondos fueran destinados a investigaciones con fines militares.

			Hoy cabe decir que la productividad industrial está cada vez más directamente relacionada con la producción científica, que aún se concentra en la universidad, pero dadas las dificultades cada vez mayores que tiene el Estado —en la mayoría de países— para financiar la investigación universitaria, hacen que esta repose cada día más en manos de empresas industriales privadas, lo que genera no pocas tensiones al interior de la universidad, las que sucintamente mencionaremos más adelante.

			El cuadro descrito —de aplicación básicamente a los países occidentales democráticos y capitalistas— no ha tenido aplicación en el Perú, por causas variadas, que no son del caso tratar aquí ahora, pues exceden en mucho al propósito de estas notas.

			1.3 La investigación: finalidad esencial de la universidad

			Si bien la producción de buenos profesionales es comúnmente considerada como la primera y más importante actividad universitaria, en muchos casos también puede y debe producir nuevos conocimientos; cuando así ocurre puede entonces afirmarse que la investigación es consustancial a su existencia (Castilla, 1981). Por eso, no son pocos los que consideran que la investigación constituye la finalidad fundamental de la universidad, al ser esta una institución concebida precisamente para facilitar la adquisición y la trasmisión de nuevos conocimientos (Bercovitz, 1981, p. 57). De otro lado, la producción de teorías generales y conocimientos básicos no impide que se puedan producir conocimientos dentro de lo que se denomina tecnología (Castilla, 1981, p. 21). Además, cuando la universidad es pública, tiene la obligación moral de justificar su existencia produciendo algo detectable y medible, que tenga por objeto resolver un problema que la sociedad identifica como tal.

			1.4 Desafíos para la universidad latinoamericana

			La universidad latinoamericana —y considero que la peruana puede estar incluida en esta generalización— está por sus orígenes —católico o napoleónico— lejos del concepto de «universidad de investigación», propio de la tradición germánica y anglosajona. Como consecuencia de ello, ha estado en sus mejores momentos más preocupada por un aprendizaje con contenido ético y religioso, o por una educación técnica y profesional, que por la investigación propiamente dicha (Trahtemberg, 1994). 

			En los hoy países industrializados la universidad fue, a lo largo de su historia, asumiendo funciones cada vez más complejas y comprometiéndose en todos los aspectos de la vida social, ocupando el rol de agente de desarrollo, y con ello persiguiendo la democratización y la renovación cultural de la comunidad en la que estaba asentada. En esos países, las autoridades universitarias se percataron tempranamente de que su eficacia no dependía tanto de las funciones institucionales que se le podían asignar sino, fundamentalmente, de la armoniosa articulación que se establecía entre ella y la sociedad. En América Latina solo en raras ocasiones la universidad ha sistematizado sus relaciones con el Estado, la industria, la banca, los movimientos sociales, etcétera. De ahí que su modelo mayoritario haya sido —y siga siendo en nuestro país hasta hoy— el profesionalista, que entiende a la universidad como centro académico tradicional donde solo se imparte enseñanza para diplomar estudiantes y donde la investigación —si existe— se halla orientada fundamentalmente al logro académico, muchas veces en temas que no son de interés para el país, y que no es complementada con la transferencia de conocimientos al sector productivo (Petrillo, 1992, pp. 45-46).

			La universidad latinoamericana, en general, y la peruana, en particular, deben enfrentar y resolver entonces el desafío que se les plantea al haberse transformado, en las últimas décadas, de ser una de élites a una de masas, con lo cual se ha vencido —en primer término— el mito de la investigación científica como ideal para toda universidad, sin la cual se frustran y desvalorizan otras actividades. Ello hace que deba reconocerse en nuestro medio la coexistencia de universidades de investigación con aquellas de formación profesional masiva, cada una —como bien dice Trahtemberg— con sus propios objetivos, valores y desarrollo. En segundo lugar, es necesario que venza también el desafío impuesto por su carácter poco flexible y burocrático, en el cual no ha existido la voluntad de buscar recursos propios —ajenos al presupuesto usualmente estatal—, y que le permita reconocer escalas remunerativas auténticamente diferentes para aquellos catedráticos con mayor dedicación a la investigación y enseñanza. Y el tercer desafío por superar se encuentra en el reconocimiento de que la anhelada autonomía debe ir acompañada con un sistema efectivo de evaluación de resultados, en el sentido que debe rendirse cuenta de las inversiones realizadas —mucho más cuando se trata de fondos públicos— como vía para volverse cada vez más eficientes.

			Nos parece pertinente señalar la muy reciente puesta en vigencia de la ley 30220, Ley Universitaria, de julio de 2014, que trae un conjunto de disposiciones vinculadas al tema que estamos tratando, aunque es todavía muy pronto para conocer de su impacto en la enseñanza superior. Esa ley considera a la universidad como una institución fundamental orientada a la investigación (artículo 3), y entre sus fines señala «realizar y promover la investigación científica, tecnológica y humanística» (artículo 6.5). Varios de sus artículos tratan de la investigación y el capítulo VI, en sus artículos 48 a 54, específicamente del tema, ratifica que «la investigación constituye una función esencial y obligatoria de la universidad» (artículo 48). 

			1.5 Argumentos a favor de la vinculación

			Con el indispensable matiz expuesto en el punto anterior, cabe indicar que está fuera de discusión la necesidad de una colaboración entre la universidad y el sector productivo, con el objetivo de servir a las necesidades nacionales e incrementar la competitividad en los mercados mundiales. 

			A la universidad se le exige mejorar su desempeño y ser receptiva ante las necesidades de la sociedad. Por su parte, la empresa siente la presión de una creciente competencia debido a la globalización de la economía y a la transnacionalización de la tecnología, y necesita permanentemente innovar en respuesta al rápido crecimiento de las nuevas tecnologías. La industria no está dispuesta, o no puede siempre, invertir en investigación y desarrollo (ID) por lo costoso, por los riesgos que ello implica o por carecer de personal idóneo, lo que resulta especialmente agudo en el campo de las pequeñas y medianas empresas. La universidad puede entonces, en esos casos, brindar un servicio eficiente que la vincule con la empresa (Petrillo, 1992, p. 44).

			Hay varios motivos o razones para que se concrete la mencionada vinculación: en primer término, la universidad debe asumir el rol de ser un agente transformador de la sociedad, al detectar sus problemas, proponer soluciones y llevar los beneficios de la ciencia y la tecnología a todas las capas sociales. Si lo hace, además, logrará formar mejor a sus estudiantes.

			A estas razones «finalistas» podemos agregar otras de tipo práctico: la universidad dispone de mejores laboratorios y especialistas que la gran mayoría de las empresas; necesita de ingresos adicionales que le sirvan para cumplir adecuadamente sus finalidades y brindar mejores salarios; debe adecuar ciertos cursos tradicionales a los requerimientos productivos; reconocer que el rápido desarrollo de la ciencia y la tecnología no puede estar siempre acompañado por los planes de estudio y la infraestructura física de la universidad; facilitar la colocación de graduados en el mercado laboral; apreciar positivamente que la industria tenga acceso permanente a los conocimientos generados en la universidad, etcétera (Petrillo, 1992, pp. 44-45 y 65).

			Resulta pertinente recordar, finalmente, que en las universidades más prestigiosas de Latinoamérica y del Perú, con las diferencias propias del desarrollo cultural y económico de cada país, y las variables impuestas por las «crisis» políticas cíclicas, han existido siempre grupos de docentes —que ahora felizmente se acrecientan— convencidos de la necesidad de promover la generación endógena de conocimientos.

			1.6 Algunas características del acelerado proceso de cambio tecnológico

			En el Perú, como consecuencia quizá inevitable de las medidas de «ajuste» para frenar la hiperinflación de la década de 1980 y la presencia del terrorismo, el sector productivo —como conjunto— no se ha interesado aún en la producción de nuevas tecnologías, sino que su preocupación ha estado dirigida a temas relacionados con la coyuntura económica.

			Pero esa limitación tendrá que ser superada por el sector productivo si desea que sus empresas subsistan, pues hoy el conocimiento tecnológico y la capacidad de lograr desarrollos propios o de introducir modificaciones a tecnologías ajenas tiene una importancia central (Marschoff, 1992, p. 25). Es necesario comprender que el acelerado proceso de cambio tecnológico al que el mundo asiste desde hace ya más de dos décadas tiene como una de sus principales características la continua y rápida modificación de las fronteras del conocimiento. 

			Como consecuencia, las ventajas emergentes de disponer de un know-how específico se relativizan y, de hecho, si la posesión de la tecnología no está complementada con la capacidad de ID necesaria para acompañar las modificaciones y mutaciones que los competidores introducirán, su disponibilidad constituye solo una ventaja transitoria. Esta situación particular, que relega como nunca antes las posibles ventajas emergentes de disponer de mejores condiciones de acceso a la materia prima o de contar con mano de obra más económica, determina la necesidad de revisar ideas que durante mucho tiempo fueron consideradas pilares conceptuales de las actividades de ID en la industria (Marschoff, 1992, p. 29).

			En efecto, el creciente carácter interdisciplinario y la cada vez más compleja naturaleza de los conocimientos científicos y tecnológicos necesarios para el desarrollo de un nuevo producto o servicio, determina que algunos de los clásicos enfoques de ID basados, por ejemplo, en investigaciones realizadas en secreto en la empresa y en acciones de copia o reverse engineering ya no basten para garantizar la competitividad en el mercado. De ahí que el sector productivo necesite coordinar sus esfuerzos relativos a la ID de un modo ágil y creativo (Marschoff, 1992) con la universidad.

			Nos encontramos —dicen Solleiro y López— atravesando una revolución productiva basada en el conocimiento científico, que ocurre simultáneamente a una restructuración económica internacional orientada a la globalización de los mercados y a promover, por tanto, la competencia de las empresas a nivel mundial. En términos generales —continúan— nos hallamos entonces en medio de un proceso evolutivo hacia una economía basada en el conocimiento y las habilidades empresariales, que requiere de un continuo y en ocasiones radical cambio tecnológico, y en el cual el concepto de economías de escala ha perdido relevancia como medio para reducir costos o incrementar la calidad de los productos (1992, pp. 101-102).

			Es necesario comprender que estamos asistiendo a lo que algunos han denominado «la tercera revolución industrial», que no es otra cosa que la aparición de un nuevo «sistema tecnológico» que resulta ser un interrelacionado conjunto de productos, procesos, innovaciones técnicas y organizacionales que afectan no solo la actividad económica sino que tienen un amplio impacto en las relaciones sociales y en las formas de vida. El nuevo paradigma tecnoeconómico que está sustituyendo al anterior basado en hidrocarburos baratos se sustenta en las tecnologías de la información, que comprenden las innovaciones de la electrónica y las telecomunicaciones, cuya naturaleza plantea problemas inéditos para su protección jurídica, pues —por ejemplo— su «copia» o «piratería» puede realizarse en términos más breves que los tradicionales y ser al mismo tiempo de gran impacto económico; asuntos estos que han dado lugar a la inclusión de la propiedad intelectual dentro del ADPIC y en los nuevos convenios de la OMPI1.

			1.7 El reto por vencer: la economía rentista

			No será fácil, sin embargo, la tarea de vencer los retos que plantea la revolución tecnológica, mucho menos en países como el nuestro en el que gran parte de la vida económica estuvo y está apoyada en actividades primarias que no necesitan mayor transformación. La muy mala redistribución de la renta y la carencia —por diversas razones— de proyectos de inversión productiva de gran envergadura hacen que surgiera (en América Latina y en el Perú) «la institución del empleo público», propuesta populista concebida inicialmente para que un número significativo de ciudadanos tuviera acceso a participar de la renta nacional, y transformada luego en una especie de seguro de desempleo para proteger a quienes no tenían otro modo de acceder al mercado de trabajo.

			Esta estructura perversa, de «economía de renta» —como la llama Marschoff— generó una deformación sociocultural que consiste en que todos los estamentos sociales, incluidos obviamente los hombres de empresa, adquieren la íntima convicción de que el Estado resolverá todos los problemas de todos los sectores. No es de extrañar que esta arraigada convicción diera lugar a la implantación de extendidas políticas de sustitución de importaciones con muy altas protecciones aduaneras, y sin fijarse metas (en plazos) para cumplir en términos de competitividad. Se creó entonces un mercado cautivo en el que las prácticas oligopólicas fueron comunes y en el cual la falta de exigencias de calidad determinó que la inversión en ID fuera muy baja (Marschoff, 1992, pp. 25-26). Reducida, sino inexistente, fue también entonces la relación entre universidad y empresa. 

			En el Perú, como lo ha señalado bien Kafka (1991, pp. 73 y ss.), se han dado características muy claras para ser calificada como una «sociedad rentista». Una de ellas es la búsqueda de ganancias mediante, no necesariamente el esfuerzo productivo, sino buscando transferencias de otros mediante la presión al Estado; es decir, una sociedad en la que la competencia económica es extraña pues en lo que se compite es en favores del Estado, al cual los grupos de poder solicitan su frecuente intervención en la economía. En ese contexto, las empresas toman decisiones influidas por variables políticas y así, por ejemplo, están preocupadas más por el mantenimiento de una protección arancelaria o un crédito promocional que por producir a bajo costo o por generar tecnología. Es obvio que muchas veces la empresa o sus empresarios no tuvieron otra alternativa que actuar de esa manera, pues esas son «las señales» que reciben del Estado y tienen que sobrevivir en ese medio. Pero a la larga, es un sistema depredatorio y empobrecedor.

			La sociedad rentista se deja sentir en muchos aspectos y detalles de la vida diaria: la obtención de determinados títulos profesionales —ligados a las transferencias antes mencionadas— se vuelven cuestión de «estatus» social; los contactos e influencias tienen más importancia que la competencia productiva; la idea que las reglas del juego pueden ser variadas con facilidad está generalizada; la legislación parte del principio, «presume», que las personas pretenden engañar, que actúan de mala fe; la legislación suele ser engorrosa y la corrupción se generaliza, etcétera. Nada explica mejor esta situación que la diferencia entre usar los términos «hacer empresa» y «hacer negocio»: este último implica extraer beneficios del sistema económico, pero sin ampliar el stock de riqueza de la sociedad (Kafka, 1991, p. 79). Si bien todas las sociedades tienen ciertas características «rentistas», cuando sus rasgos se dan con mayor intensidad, la ID y la investigación tecnológica —sean en la empresa o en la universidad— pierden sentido e importancia, pues están sustentadas en el esfuerzo y en la obtención de resultados a mediano y largo plazo, y no en la influencia sobre ciertos niveles de decisión política.

			1.8 El rol instrumental de la ciencia y la tecnología

			A lo anterior se agrega, según Marschoff, la percepción que el Estado y la sociedad tuvieron de la ciencia y la tecnología: desde fines del siglo pasado hasta la Segunda Guerra Mundial no se tuvo claro el rol instrumental de la ciencia y la tecnología y su valor estratégico —salvo obviamente en el campo de la medición— es decir, su capacidad de modificar la realidad y el poder asociado a esa capacidad. 

			Desde el punto de vista de la sociedad, entonces la ciencia fue vista como una actividad noble, cuyos objetivos eran trascendentes: vencer la muerte, erradicar la ignorancia y la superstición, pero sin un significado político o económico expreso. La ciencia era vista, así, como una manifestación superior del espíritu humano que hacía de sus cultores miembros selectos de una hermandad que podía aspirar a integrar también artistas, filósofos o teólogos (Marschoff, 1992, p. 26).

			En este contexto, los académicos e investigadores orientaron y escogieron con absoluta libertad —dependiendo obviamente de los medios económicos— la dirección de sus investigaciones, siendo el juicio de sus pares el único modo de valorizar el trabajo. Las características de «torre de marfil» de esta situación alejó a la universidad y a sus investigadores de los problemas y necesidades concretas del país (Marschoff, 1992). Esta situación fue revertiéndose en prácticamente todas partes, pero en América Latina —en un contexto de inflación muy alta— hizo que las operaciones financieras a corto plazo sean las más rentables y constituyan un factor de desaliento y postergación de proyectos de inversión que exigían un fuerte componente innovativo que hubiera hecho viable y fructífera su relación con el medio universitario.

			1.9 El impacto de las ideas neoliberales

			Es probable que el presente siglo culmine con el apogeo de las ideas neoliberales en todos los países. En América Latina —y en el Perú inclusive— han sido prácticamente barridos los modelos e ideologías que preconizaban el capitalismo de Estado y han sido modificadas las legislaciones que no sean compatibles con el libre juego de las fuerzas del mercado. Se ha iniciado también —con éxito dispar, como era previsible— la lucha contra la economía rentista. Las ideas neoliberales, que probablemente desmontarán casi en su totalidad la actividad productiva del Estado y eliminarán el régimen indiscriminado de subsidios, dificultan en muchos casos la búsqueda de la equidad y favorecen la concentración del ingreso. A pesar, pues, de su alto costo social —pero este inferior, sin duda, a las prácticas inflacionarias— el modelo neoliberal se extiende por nuestro subcontinente con el apoyo explícito del Banco Mundial, el FMI, el gobierno de los Estados Unidos y la colaboración de no pocos recientes «conversos», cuya autenticidad no tiene mayor importancia —en términos sociales—, ante la magnitud del fenómeno desencadenado (Moreno, 1992, pp. 119-120). 

			Es en ese nuevo contexto político, económico y social que es necesario plantearse hoy la naturaleza de las relaciones entre el sector productivo y la universidad. Sin duda que la universidad no puede resultar apegada a tradiciones que —provenientes probablemente en parte de las reformas de Córdoba en los años veinte— consideran a la «autonomía» y al «aislamiento» como una virtud. Simplemente no puede subsistir en esta sociedad de hoy que tiende hacia la libre competencia y a la privatización de la economía. La circunstancia que los economistas neoliberales hayan considerado a la educación primaria socialmente más rentable, hará que la universidad reciba cada vez menores subsidios por parte del Estado, lo que resultará en la solicitud a las universidades públicas para que se apoyen en sus propios recursos y, por tanto, que estrechen las relaciones con el sector productivo, como proveedores de servicios de investigación, educación continuada, consultoría, etcétera. Como bien dice Félix Moreno —a quien hemos venido siguiendo— «es difícil mantener la universidad basada en el igualitarismo y la autogeneración de rentas, el financiamiento irrestricto con dineros públicos, sin mayor responsabilidad social que la de producir egresados a costos altos y considerables subsidios» (1992, p. 121). 

			Sin embargo, constituye un error creer que las vinculaciones de la universidad con la industria va a ser una fuente económica determinante para la primera. No lo es ni siquiera en los Estados Unidos donde se estima que la contribución de los ingresos provenientes de las empresas representan una porción que nunca supera al 30% de los presupuestos totales de la universidad (Moreno, 1992). No sabemos a cuánto asciende esa contribución en el Perú, pero no creemos que sea importante.

			1.10 Adecuación a la realidad

			Cuando la sociedad ensaya o aplica el modelo neoliberal —inclusive en sus características extremas, como es el caso actual del Perú— la universidad no puede desconocer esa realidad. Así, podrá ver desmantelados rápidamente sus cuadros y debilitados sus departamentos si persiste en un igualitarismo académico y burocrático y no valora los recursos que tiene, licencia el resultado de sus investigaciones, presta servicios al sector productivo, etcétera; es decir, entra en el juego de las fuerzas del mercado justamente para fortalecer la investigación y la docencia (Moreno, 1992). 

			Tendrá, para ello, que romper con viejos dogmas, a saber: que todo profesor debe hacer investigación o todo investigador, hacer docencia; que debe entregar gratuitamente a los particulares o a las empresas estatales el resultado de sus investigaciones y sus derechos de propiedad intelectual; que no debe brindar asesoría; que todas las personas que trabajan en la universidad deben estar sujetas a rígidas normas salariales, etcétera (Moreno, 1992, p. 122). La reglamentación excesivamente rígida hará agua frente a la presión de las fuerzas del mercado que tocan hoy las puertas de la universidad. Será probablemente conveniente reconocer otros trabajadores universitarios, además de los administrativos, profesores e investigadores, tales como los consultores o empresarios universitarios que desarrollarán nuevos roles, distintos a los tradicionales, pero no menos meritorios, y cuyas remuneraciones tendrán que ser diferenciadas. La universidad debe ser, en este sentido, un reflejo de la sociedad en la que actúa (Moreno, 1992, p. 123). 

			Por cierto que la universidad no debe ingresar al terreno de las actividades rutinarias o de servicios que pueden ser ofrecidos ventajosamente por terceros, entre ellos por sus propios egresados, ya que le restará recursos para realizar otras funciones académicas; los límites dependerán del nivel de cada universidad y de los servicios que la sociedad esté en condiciones de brindar. Además, en ciertos casos especiales una actividad rutinaria —como la certificación de calidad de un producto de exportación— podrá merecer un alto reconocimiento y brindar un buen servicio al consumidor, lo que termine quizá creando una «marca universitaria», un determinado «sello» de calidad, del que podrán obtenerse otros beneficios (Moreno, 1992, p. 124).

			1.11 Puntos de conflicto

			A pesar de no ser un fenómeno totalmente nuevo, la cooperación entre dependencias de investigación, particularmente universitarias, y el sector productivo ha cobrado singular importancia durante los últimos años y ha aumentado el número de las modalidades de colaboración, tanto en los países desarrollados como en los en vías de desarrollo, bajo la premisa de que este tipo de cooperación favorece a la generación de innovaciones tecnológicas y, en consecuencia, la competitividad de las economías nacionales (Solleiro & López Martínez, 1992, p. 101).

			Por lo anterior existe consenso en el sentido de que resulta necesario fomentar las más estrechas relaciones entre aquellas entidades —como las universidades— que tradicionalmente se han dedicado a la generación del conocimiento científico con aquellas encargadas de la producción, para mejorar el desempeño de estas últimas (Solleiro & López Martínez, 1992, p. 102). En la América Latina se han instrumentado medidas, en ocasiones un tanto «forzadas» para efectuar esa vinculación, más aún cuando se ha producido una drástica reducción de las partidas de los presupuestos públicos —cuando las había— destinadas a las actividades científicas y tecnológicas. 

			Ahora bien, en su conjunto la universidad latinoamericana no se encuentra en capacidad de enfrentar satisfactoriamente el reto que le plantea el nuevo tipo de desarrollo, no solo por los escasos recursos humanos sino también por la inexperiencia de vinculaciones previas, las que siempre generan determinados tipos de conflicto, como veremos a continuación.

			Una primera área potencial de conflictos está dada por las diferentes expectativas que investigadores y empresarios tienen sobre un mismo proyecto: mientras los primeros entienden sus tareas como «vitales en sí mismas por lo que significan en términos de la formación de recursos humanos, y porque constituyen una acumulación de conocimientos que configura una reserva estratégica utilizable en cualquier momento» (Marschoff, 1992, p. 34), los empresarios lo perciben «como una tarea que debe de ponerse en marcha exclusivamente para resolver problemas específicos y concretos en plazos breves y definidos» (1992, pp. 33-34). 

			Un segundo problema estará dado por la forma en que deberá evaluarse el trabajo de los investigadores. En efecto, tengamos presente que hasta la fecha la publicación ha sido la base fundamental del reconocimiento científico; la tarea de divulgación —esencial a la universidad— se ve cuestionada en aquellos casos en que los convenios con las empresas o con el Estado (cuando se trata de asuntos militares, por ejemplo) exigen secreto y confidencialidad (De Negraes, 1992, p. 152). 

			Un tercer problema está dado en el diferente modo de percibir y enfrentar un problema por parte de un investigador o por un miembro del equipo gerencial de una empresa: temas como el cumplimiento de plazos, la comprensión del efecto cotidiano que en lo económico tenga el problema a resolver y otros similares vinculados a la gerencia del proyecto de investigación, se priorizan de distinto modo y pueden hacer fracasar un proyecto viable (Marschoff, 1992, p. 32).

			Otro problema que se ha presentado con cierta frecuencia es la sobrevaloración que cada una de las partes realiza de su propio aporte y, consecuentemente, se espera de la contraparte un aporte mayor que el que razonablemente se le puede exigir. 

			Así, el científico normalmente cree que su trabajo o sus resultados tienen un valor de mercado muy superior al real y que las ganancias que obtendrá la industria a partir de la explotación de ellos serán muy grandes. Por su parte, el empresario suele pensar que su conocimiento del mercado y su capacidad de comercialización constituyen una contribución más valiosa que el propio conocimiento que se transfiere y, además, no percibe al investigador como un socio […] (1992, p. 33). 

			Todo ello hace que —en ocasiones— los investigadores exijan un aporte económico inicial significativo que les asegure un beneficio importante, aún si el proyecto no alcanza a tener éxito comercial. De otro lado, en esta carrera en la que ambas partes se resisten a tomar riesgos, los empresarios buscan reducir al mínimo su contribución económica. Se trata, en efecto, de una asimetría entre lo altamente positivo de la autovaloración que hace el científico de su trabajo, por un lado, y la escasa legitimación que percibe le dan los terceros, sean empresarios o el propio Estado (Pirela & Rengifo, 1992, p. 142). 

			Una quinta área potencial de conflicto —entre las muchas otras que se pueden presentar— está dada por el posible impacto que sobre la vida académica puede traer la relación con el sector productivo, que da lugar a una pérdida de identificación por parte de algunos investigadores sobre los fines que persigue la universidad. Ello puede ocasionar un abandono de la universidad y las labores docentes, lo que puede verse incrementado si la institución universitaria ofrece salarios inadecuados, poco reconocimiento o falta de ascensos, carencia de recursos para la investigación, falta de ambiente de trabajo, etcétera. Debe recordarse que múltiples encuestas en distintos lugares muestran que la «motivación», la libertad en el desempeño de sus actividades y las condiciones de trabajo son los aspectos más valorados por los investigadores, obviamente si además cuentan con salarios adecuados. Las quejas en el ambiente universitario latinoamericano más comunes son la insatisfacción por las condiciones de trabajo, el sectarismo político, la «burocracia» y la falta de recompensa material al trabajo eficiente (Pirela & Rengifo, 1992, p. 138-139).

			1.12 Un falso dilema: investigación básica vs. investigación tecnológica

			Un tema que, en más de una ocasión, ha dado lugar a polémica entre las autoridades universitarias es si se debe o no privilegiar la investigación básica frente a la tecnológica. En verdad, como veremos a continuación, se trata —en muchos casos— de un falso dilema.

			No cabe duda de que, en promedio, las universidades son las instituciones con mayor preparación y mejor equipamiento para proveer de iniciativa y creatividad a las empresas. En los países desarrollados la vinculación está dirigida hacia la formación de recursos humanos altamente calificados; la intensificación de la cooperación interinstitucional; la traducción eficaz de los resultados al mercado competitivo y el fortalecimiento de las contribuciones de los sectores académicos al desarrollo tecnológico. En las universidades de los países en vías de desarrollo, la vinculación representa una de las poquísimas alternativas para relacionar los esfuerzos científico-tecnológicos a la capacidad de generar riqueza o para la asimilación de tecnología importada.

			Ha dicho Bercovitz que lo característico de la tecnología es su finalidad práctica, en cuanto indica cómo han de utilizarse las fuerzas de la naturaleza para conseguir un resultado que satisfaga necesidades humanas; es decir, el elemento definidor del conocimiento tecnológico es su carácter utilitarista (1981, p. 57). La tecnología puede ser vista, entonces, como un espectro en cuyos extremos se hallan el conocimiento por un lado y productos concretos en el otro (Solleiro & López Martínez, 1992, p. 105).

			Si bien es cierto que la investigación universitaria no va necesariamente dirigida a la obtención de innovaciones tecnológicas, es frecuente que dé lugar a ellas, o que se establezcan programas de investigación para resolver problemas tecnológicos concretos, siendo ellos originados por la libre iniciativa de los investigadores o por contratos con terceros. Puede ser también que las innovaciones tecnológicas se produzcan como resultado secundario dentro de una investigación de base o de una investigación programada con otros fines (Bercovitz, 1981, p. 57). Y, como tendremos ocasión de ver en otra sección de este trabajo, la peculiaridad de muchas de las innovaciones tecnológicas radica en que el ordenamiento jurídico establece un sistema especial para su protección: el sistema de patentes; sistema este que no protege los resultados de la investigación de base, como son los descubrimientos científicos, cuyos autores a lo más obtienen reconocimiento vía la publicación de sus logros a través de las leyes de derechos de autor. 

			No existe pues inconveniente para que la universidad promueva, entonces, los dos tipos fundamentales de trabajo de investigación: aquel orientado por la curiosidad y el deseo de generar conocimientos nuevos que ayuden a explicar los fenómenos y hechos observables, y aquel orientado a adquirir conocimientos para los cuales se contemplan aplicaciones prácticas, o bien se encuentran en un área insuficientemente desarrollada para explotarse comercialmente en el corto plazo; el primer tipo corresponde a lo que se entiende como investigación básica, mientras que en el segundo caso se trata de investigación aplicada (Solleiro & López Martínez, 1992, p. 106). No puede, pues, afirmarse, siempre y enfáticamente, que existe una alternativa excluyente entre ambos tipos de investigación, pues son interdependientes y se realizan en distintos grados y combinaciones dentro de cada universidad, teniendo presente el grado de desarrollo del país y las peculiaridades de cada institución, corno hemos ya señalado.

			Aceptado pacíficamente el rol de primordial importancia que debe cumplir la universidad latinoamericana para el desarrollo de la investigación y la tecnología, sea en la producción de nuevos conocimientos o de recursos humanos de alto nivel para los sectores productivos y gubernamentales, lo que debe es hallar un justo equilibrio entre las demandas de largo y de corto plazo que plantea la comunidad y el sector productivo; dicho de otra forma, la universidad tendrá por un lado que cuidar el mantenimiento de los programas de investigación científica, desvinculados de intereses inmediatos, aun cuando este tipo de demanda no sea explícitamente formulado; y, por el otro, tendrá que atender a las demandas inmediatas de los sectores productivos y gubernamentales, ya que estos exigen la contribución universitaria en la solución de los antiguos y nuevos problemas vinculados a la educación, salud, vivienda, energía, y además enfrentar los nuevos desafíos de generación tecnológica para la agricultura, la industria y los servicios, en un ambiente altamente competitivo (Pinto Barcellos, Bignetti & Fracasso, 1992, pp. 151-152).

			1.13 El rol del Estado

			Cuestionado o desaparecido el Estado interventor y productor en lo económico por las corrientes neoliberales en boga, algunas posiciones extremas desearían verlo también inhibido en materia educativa. Sin embargo, su rol como promotor y orientador —en muchos aspectos de la investigación básica y aplicada, sobre todo para el mediano y largo plazo, recibe aceptación mayoritaria. Ello obedece a que estas políticas deben fijarse en función de un proyecto concreto de ubicación del país en el concierto mundial; si no fuera así, sería difícil definir las expectativas y objetivos en áreas estratégicas y establecer amplios lineamientos de acción. 

			Resulta difícil, dice Marschoff (1992, p. 41), que algunos temas no sean pensados en una perspectiva de 15 a 30 años, tales como la tecnología de alimentos, la biotecnología, la informática, la electrónica, las tecnologías energéticas, etcétera. Solo sobre la base de esos lineamientos, podrá fortalecerse la incipiente vinculación que existe en nuestros países entre la universidad y la empresa, y alentar la puesta en marcha de un sistema de ID empresarial, para hacer posible que el país en su conjunto pueda insertarse en el mercado futuro de bienes tecnológicos.

			Debe ser entendido que la vinculación con el sector productivo no puede ser considerada como un «salvavidas» presupuestario al que se recurre en un momento de estrechez. En verdad, existen pruebas abundantes en el sentido que en los países industrializados ha sido el Estado el responsable en dar el primer paso en dirección a las nuevas tecnologías mediante el financiamiento de la investigación básica; cualquier idea de que el gobierno puede ser sustituido en esta área por el sector privado es simplemente ilusoria. En los Estados Unidos ha sido tradicionalmente el gobierno federal el que ha contribuido con muchos mayores fondos que el sector privado en el gasto total en ID entregado a las universidades e institutos de investigación (De Negraes, 1992, pp. 155 y ss.). 

			La magnitud de las cifras a las que hay acceso

			muestran mejor que cualquier comentario los límites que se interponen para la relación universidad-empresa en los países latinoamericanos. Si en los países industrializados la industria tiene una relación poco relevante con las universidades, no cabe esperar en América Latina que esa política marque una salida para las dificultades que presenta el nuevo paradigma tecnológico que anula, o por lo menos reduce sustancialmente, las ventajas comparativas de mayor disponibilidad de recursos naturales, o de mano de obra más barata (De Negraes, 1992, pp. 158).

			Entonces, si por un lado la crisis económica resulta un mecanismo de presión para que las universidades traten de resolver sus problemas presupuestarios y por el otro, los empresarios se resisten a invertir en sectores de retorno no inmediato, lo que se agrava cuando existen tendencias neoliberales extremas, el Estado tiene una responsabilidad insoslayable para orientar y promover la producción científica y tecnológica en las universidades. En consecuencia, esta responsabilidad también se extiende a la formación de recursos humanos que sepan hacer frente a los procesos de modernización de la capacidad productiva y a la implantación de programas serios de rescate de la deuda social, en un marco de dimensión latinoamericana que contribuya a la creación de proyectos para el subcontinente, como estrategia de sobrevivencia de las identidades nacionales, así como de los recursos biogenéticos, «ante los constantes logros del frente común de los países avanzados que tienen reservado para América Latina un lugar subalterno en el concierto de las naciones» (De Negraes, 1992, pp. 162).

			Si bien es cierto que existe consenso para que el papel del Estado se aleje de muchos de los campos de acción en los que tuvo un real protagonismo, también lo hay para que sea el que deba suministrar la infraestructura de apoyo que permita el florecimiento de pequeñas empresas de alta tecnología, y también asegure una presencia importante en áreas básicas tales como la educación y la energía. En los países latinoamericanos existe todavía mucha población semianalfabeta o analfabeta, lo que es absolutamente incompatible no solo con la dignidad humana sino también con la mano de obra que requiere el desarrollo tecnológico. Es extremadamente difícil expresar ideas correctamente por quienes tienen solo un vocabulario elemental. Un ejemplo servirá para ilustrar lo señalado: Kaoru Ishikawa, el responsable mayor de la «revolución de la calidad» en el Japón, organizó un manual para sus trabajadores que requería, para su lectura y comprensión, un mínimo de cinco años de educación escolar (Pinto Barcellos, Bignetti & Fracasso, 1992, p. 152). 

			Se ha señalado que los gobiernos de hoy tienen dos grandes opciones, no excluyentes, frente a una política de innovación tecnológica: la primera, que es la que se plantea en casos de grandes empresas, es la de facilitar la investigación en productos y procesos que incrementen el patrimonio tecnológico. La segunda está más bien destinada a facilitar la adopción de innovaciones tecnológicas ya realizadas, lo que es generalmente de aplicación en las pequeñas y medianas empresas. Y la justificación de la intervención por parte del Estado se encuentra en que los beneficios sociales de la innovación tecnológica superan los beneficios puramente privados que reporta a la empresa que está innovando. Todo ello puede llevarse adelante por variados instrumentos, tales como: el sistema educativo; la infraestructura de servicios tecnológicos; el estímulo a la financiación privada; y, finalmente, los grandes proyectos de iniciativa pública (Puig, 1990, pp. 241 y ss.). Resulta obvio que la universidad puede jugar un rol importante, puede conectarse, con cualquiera de las opciones mencionadas, pero especialmente con las dos primeras. 

			El papel del Estado, el rol que debe jugar, resulta primordial para entender el crecimiento, estancamiento o decadencia de la economía, ya que la forma en la que la sociedad se organiza está estrechamente vinculada a la forma como actúa el Estado (Kafka, 1991, p. 74). Y, en el mediano y largo plazo, la actuación y la eficacia de la universidad también están influidas por el rol del Estado. Resulta entonces legítimo afirmar que si lo que se persigue es una sociedad democrática, libre y eficiente, en la que el bienestar de la población sea una realidad, el Estado, la universidad y el sector productivo tienen que encontrar un espacio en el que confluyan sus propias e irrenunciables actividades en beneficio común. Uno de ellos es, probablemente, el de los contratos de investigación que motiva este artículo.

			2. Las modalidades de cooperación y los mecanismos de vinculación

			2.1 La creación de un organismo de gestión

			Una amplia experiencia internacional indica que para lograr una fructífera vinculación entre la universidad y el sector productivo es importante la creación de un organismo que se encargue de seleccionar, de poner en contacto a los investigadores universitarios con las empresas (que «descodifique» sus lenguajes en expresión de Marschoff) (1992, p. 34), y que al proteger los legítimos intereses de ambas partes pueda servir también para amortiguar los eventuales conflictos. 

			La relación entre la universidad y las empresas industriales es una actividad prácticamente cotidiana en los países desarrollados, y existe una gran variedad de mecanismos que son en última instancia dependientes de las redes de comunicación que cada institución establece según las características particulares de su entorno2.

			2.2 Requisitos para la vinculación

			Ahora bien, podemos decir que la empresa de gestión universitaria, o los centros de investigación correspondientes para promover la innovación tecnológica mediante la vinculación con el aparato productivo, deberán —según Solleiro y López Martínez (1992, pp. 114-115)—, contar al menos con lo siguiente:

			
					Un sólido cuerpo de investigadores, de preferencia con competencia a nivel internacional y experiencia en las tareas de investigación, que demuestren una razonable estabilidad en materia laboral, lo que implica la ausencia de conflictos estudiantiles violentos así como dejar de lado a aquellas instituciones que no cuenten con los requisitos mínimos indispensables.

					Una clara reglamentación interna que defina cómo se administrarán los recursos financieros, cómo se repartirán los beneficios entre los distintos segmentos de la institución y los propios investigadores, así como contar con una clara política en materia de propiedad intelectual.

					Una explícita motivación en los más altos niveles de la institución para promover y concretar la vinculación con el sector productivo.

					Tener claro que la vinculación con la empresa no significa «comercializar» a la universidad, ni vender servicios repetitivos, ni tampoco convertirlas en fábricas, sino proporcionar un canal legítimo de aprovechamiento de las investigaciones de buena calidad en beneficio de la comunidad, y en un marco de absoluto respeto a la libertad académica. 

					Iniciar entre los investigadores y catedráticos un programa de sensibilización sobre la conveniencia mutua de la relación universidad-empresa, cuando se trata de instituciones que no han tenido una tradición de vinculación o cuando el fenómeno tecnológico e industrial suele ser desconocido en sus componentes esenciales.

			

			2.3 Modalidades de cooperación más comunes

			Las modalidades más comunes de cooperación entre la universidad y la industria, teniendo en cuenta las experiencias de Canadá, Estados Unidos, la Comunidad Económica Europea y México, son, según Camacho (1992, pp. 76-77), las siguientes:

			
					Apoyo técnico y prestación de servicios por parte de la universidad.

					Suministro de información técnica especializada a la industria.

					Programas de capacitación del personal de la industria.

					Cooperación en la formación de recursos humanos.

					Apoyo económico a estudiantes universitarios que realizan investigación relacionada con la industria.

					Programas de educación continua.

					Intercambios de personal.

					Organización conjunta de seminarios, conferencias, etcétera.

					Contactos personales: participación en consejos asesores, intercambio de publicaciones, etcétera.

					Consultoría especializada.

					Programas de contratación de recién egresados.

					Apoyo a la creación de cátedras y seminarios especiales.

					Estímulos y premios a investigadores, profesores y estudiantes.

					Acceso a instalaciones especiales.

					Desarrollo tecnológico conjunto.

					Transferencia de tecnología.

			

			2.4 Principales mecanismos de vinculación

			Los mecanismos más utilizados por las universidades para vincularse a la industria son los siguientes (Camacho, 1992, pp. 77 y ss.):

			
					
Sistemas nacionales para la explotación de tecnología universitaria. Se trata de organizaciones destinadas a facilitar el registro de la patente y la comercialización de invenciones universitarias, así como también la proveniente de centros de investigación gubernamentales. Son ejemplos de ello el British Technology Group, la Japan Science and Technology Agency y la Agence Nationale de Valorisation de la Recherche en Francia.

					
Oficinas universitarias de transferencia de tecnología. Son, como su nombre lo indica, unidades especializadas en transferencia de tecnología, y realizan tareas múltiples tales como identificar investigaciones de potencial interés comercial, asistencia a los investigadores en cuanto a la comercialización de sus hallazgos o inventos, asesoría para la obtención de patentes, etcétera. Estas oficinas han demostrado ser bastante exitosas, sobre todo —como dice Camacho (1992, pp. 78-79)— por los modestos recursos que demandan. Sin embargo, preguntas tales como su forma de financiamiento, tamaño, ubicación organizacional, alcance dentro del proceso de innovación, entre otras, deben ser contestadas por cada universidad interesada en llevar adelante este tipo de oficina.

					
Fundaciones para el desarrollo tecnológico. Estas fundaciones han sido creadas por los propios investigadores universitarios, estimulados en este empeño generalmente por sus propias universidades. La razón se encuentra en las dificultades de la universidad para establecer vínculos con el sector empresarial, sea porque el proceso de decisión interna es muy lento, sea por las dificultades burocráticas para generar recursos extrapresupuestarios o para suscribir contratos, etcétera. Estas «fundaciones» suelen realizar actividades de ingeniería necesarias para traducir en resultados comerciales la investigación aplicada, producciones experimentales, entre otras.

					
Núcleos independientes de gestión. Tienen por objeto negociar la tecnología creada en las universidades con el sector productivo. Su éxito se ha visto limitado por el largo tiempo de maduración de los proyectos tecnológicos y por las dificultades para identificar ideas viables comercialmente, entre otros aspectos. Además, tienen la dificultad adicional de ser vistas como agentes «extraños» tanto por la universidad como por el sector productivo, lo que hace que difícilmente puedan cumplir con la totalidad de las funciones que la gestión tecnológica requiere.

					
Incubadoras de empresas. Su fin es establecer condiciones de fertilidad para el nacimiento y desarrollo de nuevas empresas; reducen su tasa de mortalidad mediante diversos tipos de servicios tales como equipos de oficina, servicios contables, asesoría legal, uso de equipos de cómputo, etcétera, hasta el momento en el cual pueden probar su factibilidad. Las universidades consideran a estas actividades, más que como una fuente de grandes ingresos, como un instrumento que les permite acercarse al sector productivo. El clima de innovación que generan estas incubadoras sirve de emulación y facilita la adquisición de conocimientos por todos aquellos que comparten los mismos problemas, sueños y angustias, lo que difícilmente ocurriría si cada empresa se ubicara en un sitio aislado. Muchos ejemplos demuestran que, para tener éxito, las incubadoras deben tener fuertes vínculos con la comunidad y seguir brindando determinado tipo de apoyo cuando las empresas han «despegado» y cambiado su localización (Pinto Barcellos, Bignetti & Fracasso, 1992, pp. 179-180)3.

					
Parques tecnológicos. Se basan en la experiencia del denominado Valle del Silicio (Silicon Valley), en California, EE.UU., donde, con el apoyo de la universidad de Stanford, se establecieron varias empresas de alta tecnología vinculadas a profesores y estudiantes destacados. Se trata de conglomerados industriales que tienen como objeto aprovechar la capacidad técnica y científica de los investigadores, con laboratorios bien equipados, así como «cazar» a los estudiantes más destacados. Para las universidades estos parques representan la oportunidad de obtener con mayor facilidad fondos para la investigación, retroalimentación del medio industrial y una forma de impedir la «fuga de cerebros». Obviamente, son fruto de una circunstancia especial de muy difícil repetición; inclusive en los Estados Unidos han sido solo parcialmente exitosos.

			

			2.5 Las pequeñas firmas hightech

			América Latina no puede alejarse del escenario en el cual la competitividad se acentuará cada vez más en la medida en que los bloques geoeconómicos, al constituir atractivos mercados globales, se conviertan en arenas disputadas con ferocidad. La información es, en estos momentos, la materia prima de mayor importancia. La orden general es productividad, resultante de calidad total, consecuente del compromiso de todos los participantes de la cadena productiva. La meta final es la ya mencionada competitividad (Pinto Barcellos, Bignetti & Fracasso, 1992, p. 166).

			Las pequeñas firmas de alta tecnología pueden ser importantes generadoras de empleo y, además, están vinculadas a la estimulación del espíritu emprendedor. Uno de los mecanismos de vinculación más importantes del futuro pueden ser estas pequeñas firmas hightech. Hay estudios que demuestran que generan más innovación por unidad de inversión que las industrias de mediano tamaño y que las grandes compañías (Pinto Barcellos, Bignetti & Fracasso, 1992, p. 167). Además, su fortalecimiento es necesario para promover el nivel de empleo a un costo menor, atenuar los desequilibrios regionales, fortalecer la descentralización en equilibrio con el medio ambiente, aliviar la presión sobre la balanza de pagos, estimular la formación de capital, etcétera y, por último, aprovechar la mano de obra formada en las universidades y en las escuelas técnicas (Pinto Barcellos, Bignetti & Fracasso, 1992, p. 178). Un buen ejemplo de la concentración de ese tipo de empresas es el Valle del Silicio mencionado anteriormente.

			Como uno de los focos de desarrollo de alta tecnología está dado por las universidades, el proceso de creación de las pequeñas empresas hightech significa relacionarlas necesariamente con aquel tipo de universidad que está en condiciones de enfrentar exitosamente el reto de vincularse al sector productivo por la calidad de sus recursos humanos, su organización interna y la convicción, en sus representantes de más alto nivel, que puede desencadenar un proceso de creación del tipo de empresas de que venimos hablando. Ello puede ser oportuno fundamentalmente en aquellas naciones cuyo Estado, como en el Perú de hoy, parece inhibirse de la obligación de orientar el desarrollo económico y la política educativa, porque ciertas personas o instituciones de cuestionable renombre han afirmado con ligereza que las fuerzas del mercado son suficientes para decidir todo4.

			3. La protección jurídica de los resultados

			3.1 Las recompensas al esfuerzo investigador

			Como se ha señalado anteriormente, la investigación debe constituir una finalidad esencial en aquellas universidades latinoamericanas que aspiran a superar el modelo profesionalista tradicional y a tener un rol en el acelerado proceso actual de creación científica y tecnológica, investigación que deberá adecuarse a los particulares objetivos, recursos (humanos y económicos) y valores de cada centro universitario. En esa tarea, la relación universidad-empresa puede alcanzar especial significación e importancia. 

			Lo anterior, sin embargo, no debe hacernos perder de vista el hecho de que si bien la investigación se hace normalmente por vocación y que, por tanto, las recompensas de tipo espiritual tienen singular importancia, ello resulta insuficiente. En efecto, es necesario tomar en consideración las variadas necesidades e intereses, tales como la satisfacción de las necesidades materiales de quienes investigan o la circunstancia de que quienes habilitan los cuantiosos medios para efectuar la investigación desean obtener rendimientos económicos de los resultados. Cabe así, como bien dice Alberto Bercovitz (1978, pp. 21-22), distinguir dos facetas en la recompensa del esfuerza investigador; la del investigador, que estará representada por el prestigio y por la remuneración que recibe de la entidad para la cual investiga, y la recompensa de esta última consistente generalmente en hacer suyos los resultados y los beneficios que de ellos puedan derivarse.

			3.2 Diversas modalidades de protección5

			En aquellas universidades que han optado por promover la investigación y, como natural consecuencia de ello, celebrar contratos de investigación, sea con el Estado y sus empresas, sea con compañías privadas u organismos de diversa composición y naturaleza, es natural que los profesores e investigadores universitarios acudan a sus autoridades u organismos ad hoc con la pretensión de proteger los resultados de la investigación que realizan, por alguna de las dos vías tradicionales, a saber: por la propiedad industrial, a través de las patentes de invención o los modelos de utilidad, diseños industriales o secretos (know how); o, mediante la propiedad intelectual (derecho de autor), es decir, mediante la protección a la creación literaria o musical, el software, etcétera. Los autores o inventores, por la comunicación que hacen a la sociedad de sus inventos o creaciones, reciben del Estado un derecho exclusivo, aunque temporal, de explotación sobre la creación misma (que en algunos casos les permite obtener un rendimiento económico), lo cual facilita una más rápida difusión y explotación de los resultados en beneficio de la comunidad.

			Aunque no todos los resultados de una investigación son jurídicamente protegibles, frente a los que lo son se deberá optar —atendiendo a su naturaleza— por una de las modalidades antes señaladas y, en algunos casos excepcionales, por ambas. «En la patente la exclusiva se refiere a la puesta en práctica y comercialización del invento patentado, mientras que en el derecho de autor la exclusividad tiene por objeto la reproducción y difusión de la obra protegida en la forma en que aparece configurada» (Bercovitz, 1994, p. 15).

			Ahora bien, cabe decir que la diferencia fundamental en la protección jurídica que otorga el derecho de autor y las patentes de invención, es que la primera se otorga sin ningún tipo de depósito o solicitud, gracias a tratados internacionales como el Convenio de Berna y la Convención Universal sobre Derechos de Autor6, mientras que para la protección de un invento y la obtención de una patente es imprescindible presentar una solicitud; y si bien existen convenios internacionales —como el de París7— que permiten solicitar simultáneamente la protección para el invento en diversos países, esta protección se rige, en cada país, por su legislación interna8.

			Por el derecho de autor se protege lo que se publica en artículos o libros, folletos, etcétera, y ha sido desde antiguo una modalidad muy utilizada por profesores e investigadores universitarios. Hay que precisar que lo que protege no son las ideas consideradas en sí mismas, o los descubrimientos, sino la forma en que son expresadas en la obra protegida. A diferencia de lo que ha ocurrido con las patentes de invención, casi nunca se ha cuestionado la conveniencia de proteger la producción intelectual universitaria por esta vía.

			Resulta obvio que será muy difícil encontrar una editorial que acepte publicar la obra de un profesor universitario sin tener el derecho exclusivo a su reproducción durante cierto tiempo. El derecho de autor es también importante para la protección de diseños, dibujos, planos, entre otros; y recientemente ha tomado un nuevo impulso con el gran desarrollo de las obras audiovisuales, del software, de los grandes espectáculos culturales y los medios de comunicación9.

			Cabe decir que modalidades diferentes a las enumeradas son la vía del secreto que veremos más adelante y las relativamente recientes constituidas por la protección a las nuevas obtenciones vegetales10 y la topografía de semiconductores (microchips). 

			Dicho lo anterior, recordar que el propósito de este artículo nos lleva a privilegiar el estudio de la vía más usual para proteger los resultados de un contrato de investigación universidad-empresa: la patente de invención.

			3.3 El derecho de patentes

			El derecho de patentes es la rama del ordenamiento jurídico cuya finalidad es impulsar la investigación en el campo de la técnica industrial mediante el otorgamiento de un título sui generis, la patente de invención, que tiene el carácter de recompensa para todo aquel que comunica a la sociedad un invento efectivamente novedoso.

			La patente, dicen algunos, equivale a un contrato entre el inventor y la sociedad, esta última representada por la Oficina de Patentes: a cambio de la descripción que hace el inventor de invención, se le otorga un monopolio temporal de explotación. 

			De esta manera el derecho de patentes tiene por finalidad no solo recompensar al inventor, sino, además, y fundamentalmente, conseguir que aumente el conjunto de conocimientos técnico-industriales que posee la comunidad; dicho en otros términos, que progrese el llamado estado de la técnica. Por ello, es un dato esencial para comprender la finalidad del derecho de patentes, el hecho de que al concederse la patente se pone a disposición del público la descripción de la invención patentada (Bercovitz, 1982, pp. 33-34).

			Como vemos, este sistema trata de conciliar tanto los intereses del inventor como los de la sociedad: los del primero en virtud de obtener con la patente un monopolio durante un plazo determinado11, y los de la sociedad desde el momento en que se conoce del invento, al hacer posible que otros investigadores puedan tomarlo como punto de partida para futuras investigaciones y, una vez que concluya el plazo que dura la exclusiva, pueda cualquiera hacer uso de aquel, pues habrá caído en el dominio público. Mas para que el inventor obtenga un beneficio económico debe explotar la patente, poner en práctica la idea inventiva y al hacerlo la sociedad también se beneficia, ya que el ordenamiento jurídico no persigue una simple acumulación de conocimientos teóricos, sino un auténtico progreso tecnológico que se obtiene con la explotación (Bercovitz, 1981, pp. 58-59).

			3.4 Sus limitaciones

			Ahora bien, hay tres limitaciones generalmente aceptadas del sistema de patentes que son de especial interés para la universidad: la primera es que los resultados de la denominada investigación básica o científica, que constituye el área tradicional de investigación académica y que a veces es la de mayor trascendencia para la humanidad, no son objeto de protección por el sistema de patentes. Así, por ejemplo, tenemos los casos de los descubrimientos, de las técnicas científicas y de los métodos matemáticos, que la ley no los considera invenciones12.

			La segunda limitación tiene que ver con la circunstancia de que las patentes se otorgan solo a las invenciones que tienen carácter industrial, es decir, están excluidos, por ejemplo, los métodos terapéuticos o quirúrgicos para el tratamiento humano o animal, así como los métodos de diagnóstico13.

			La tercera, finalmente, es que debe tenerse en consideración que la patente adquiere sentido como recompensa solo en aquellos países o comunidades en los que tiene vigencia un sistema de economía de mercado, basado en el principio competitivo entre empresas, puesto que la patente otorga a quien la posee un monopolio de explotación temporal que adquiere justamente sentido al otorgar una ventaja de la que todos los demás están excluidos, y que se reviste de singular valor en un modelo de competencia imperfecta donde las diferencias en las ofertas de productos y servicios deben agudizarse para captar y conservar la clientela, modelo que es hoy día de aplicación generalizada en las sociedades capitalistas occidentales.

			3.5 Implicancias prácticas

			Debido a su finalidad práctica la protección jurídica de la tecnología es muy importante (véase el apartado «Un falso dilema: investigación básica vs. Investigación tecnológica» de este capítulo), ya que «a diferencia de lo que ocurre con los bienes materiales, no basta con poseer una tecnología para sacar ventajas competitivas de su utilización, sino que hace falta algo más, esto es, que las restantes empresas no puedan utilizarla» (Bercovitz, 1982, p. 29). Y esto puede ilustrarse con el siguiente ejemplo: cuando una empresa adquiere un local comercial bien situado tiene garantizado que solo ella va a poder utilizarlo, lo que no ocurre con la compra de una determinada tecnología, porque en este caso no está garantizado que ninguna otra empresa pueda utilizarla, ya que la tecnología no es sino un conjunto de ideas en las que se expresan los medios que deben ser aplicados para conseguir un determinado resultado, ideas que pueden ser conocidas y utilizadas simultáneamente por un número ilimitado de personas, a diferencia de lo que ocurre con los bienes materiales (Bercovitz, 1982).

			De ahí que sea de gran importancia asegurar la exclusividad en el uso de una determinada tecnología, y ello se hará usualmente a través de uno de los medios que ofrece el ordenamiento jurídico, esto es, las patentes de invención. Así, por ejemplo, a la empresa que invierte en investigación contratando con una universidad, le interesará saber desde el inicio qué medidas tiene que adoptar para asegurarse la exclusividad de los resultados que se obtengan, puesto que le será perjudicial que después de hacer el esfuerzo de invertir en investigación no pudiera beneficiarse con el uso exclusivo de los resultados. De otro lado, si se trata de adquirir tecnología, usualmente por una empresa pero también por la universidad, será indispensable conocer las condiciones de lo que se adquiere, entre las que se encuentra si goza o no de protección jurídica, tanto por lo relativo al precio como también, entre otros factores, para determinar las condiciones contractuales de la adquisición y la forma de explotación (Bercovitz, 1982, p. 30).

			Siempre tendrá importancia, pues, para los potenciales adquirentes o usuarios conocer de la situación jurídica de la tecnología (aun en el caso de no tener como propósito el generar tecnología propia), pues de lo contrario se correrá el riesgo de cometer una infracción y de verse, en consecuencia, sorprendido por acciones administrativas o judiciales interpuestas por quienes consideran que sus derechos exclusivos han sido violados.

			3.6 La vía de los secretos industriales (know how)

			Más allá de la delimitación conceptual entre los términos know how o secreto industrial (véase Gómez Segade, 1974)14, debe tenerse presente que aquellos resultados de la investigación (y pueden perfectamente ser aquellos provenientes de un contrato de investigación universidad— empresa) que no son patentables (por no tener —por ejemplo— altura inventiva) o que no se desean patentar, pueden protegerse como secreto. Es el caso, entre otros muchos, de aquellas técnicas obtenidas en la labor de poner a punto una invención, de hacerla explotable comercialmente, fruto muchas veces de una importante labor investigadora, en este caso ya a escala industrial.

			Un secreto, para obtener protección jurídica contra el uso o revelación ilícita por terceros, debe, entre otros, encontrarse referido a determinadas materias, tales como métodos o procesos de producción; no debe estar en el dominio público; y precisa que su titular o poseedor haya adoptado medidas razonables para mantener el carácter secreto.

			Hay que recordar que, a pesar de su innegable importancia práctica, esta modalidad de protección tiene limitaciones frente al sistema de patentes por varios motivos, a saber: porque en ocasiones la explotación industrial hace prácticamente imposible mantener el secreto; porque puede quedar destruido en cualquier momento al llegar a conocimiento de terceros; o, porque sus características lo hacen usualmente incompatible con la finalidad de determinadas entidades, como las universidades, que es la de adquirir y difundir nuevos conocimientos.

			3.7 Más sobre la investigación básica, descubrimientos e invenciones

			El reconocimiento del falso dilema entre investigación básica y tecnología, así como la imposibilidad de proteger los resultados de la primera por medio del sistema de patentes no puede, sin embargo, llevar a desconocer la estrecha conexión entre ambas. En efecto, la investigación básica o académica persigue, principalmente, el desarrollo científico, de lo que en se obtiene, en ocasiones «descubrimientos científicos»15, que si bien pueden ser de singular importancia es difícil adelantar un juicio o prever su futura utilidad práctica, su aplicación industrial. Ello puede ilustrarse con la siguiente anécdota: cuando el primer ministro inglés Gladstone (1809-1898) acudió al laboratorio de Michael Faraday (1791-1867), le preguntó si creía que esa «substancia esotérica» llamada «electricidad» podría tener alguna vez aplicación práctica. A lo que Faraday contestó: «Algún día, señor, usted le aplicará impuestos»16. 

			Debe, además, tenerse presente que en la actualidad se ha reducido drásticamente el lapso que media entre la invención y el desarrollo que lleva a su comercialización, y que esta última etapa ha comenzado a realizarse también en los laboratorios en los que se efectuó la investigación originaria; así, resulta cada vez más difícil distinguir al científico puro del técnico del equipo encargado del desarrollo o adaptación. 

			Si en el pasado el límite entre investigación pura e investigación aplicada no fue nunca muy claro, hoy día las diferencias han disminuido aún más; se dice así que «la tecnología pisa los talones de la ciencia pura», como lo demuestran el desarrollo y las interacciones entre ambas en la moderna biotecnología. En efecto, el desarrollo de la denominada recombinant —DNA technology— durante los últimos años, ha probado cómo la continua interacción entre la producción de conocimiento básico en el ámbito de la biología ha incentivado el desarrollo tecnológico y este, a su vez, ha ayudado a generar nuevos conocimientos básicos17.

			Dice Strauss (1994, p. 11) que actualmente se encuentra fuera de toda discusión la importancia económica de la investigación básica o académica, pues está empíricamente demostrado que la conexión entre los descubrimientos científicos, las invenciones18 y la tecnología dependen no solo de contar con un complejo científico de primer orden, sino también de las cercanas y efectivas relaciones entre aquellas instituciones que producen conocimientos y la industria. Continúa diciendo que, históricamente, el liderazgo tecnológico de Alemania en el campo de la química y de los Estados Unidos en el eléctrico fueron ejemplos de la fructífera cooperación entre el mundo académico y la industria para beneficio de la economía de esas naciones. Para una serie de compañías farmacéuticas norteamericanas como Abbot, Lilly, Merck, Squibb, la investigación en colaboración con universidades prominentes se convirtió en una realidad entre las dos guerras mundiales, lo que dio lugar a una industria orientada a la investigación moderna. Debemos a esa cooperación —dice Strauss19— fármacos para el tratamiento de enfermedades metabólicas como la diabetes, la anemia, la tuberculosis, la sífilis o anestésicos seguros que han sido descubiertos y desarrollados por investigadores de las universidades de Toronto, Rochester, Wisconsin o Harvard, entre otras. 

			Hoy en día, la importancia de esa relación entre ciencia y tecnología puede demostrarse fácilmente: si no fuera por la investigación básica muchos productos y procesos de fabricación se hubieran retrasado sustantivamente en su desarrollo20, con el subsecuente impacto económico. Las universidades de los Estados Unidos generan muchas invenciones, lo que ha hecho que la industria de ese país se acerque a la universidad, no solo para financiar las investigaciones universitarias sino también para solicitarles licencias de invenciones propias, obtenidas independientemente o mediante el muy significativo aporte del gobierno norteamericano21.

			A ese respecto, resulta especialmente interesante conocer cuán importante es el rol que juega la investigación académica en el actual proceso de innovación industrial, esto es, en productos y procesos que sirven para satisfacer necesidades del mercado. Ello ha sido cuantificado por Edwin Mansfield, en una publicación aparecida en 1991, para el caso de 76 grandes empresas estadounidenses en siete sectores industriales, en el periodo comprendido entre 1975 y 1985. Ahí se demuestra que de no haber existido investigación académica, 11% de los productos y 9% de los procesos solo se hubieran podido desarrollar con un considerable retraso, llegando a superar el 20% en el caso de medicamentos. Debe tenerse presente que estos datos fueron recopilados en una etapa en la cual la transferencia de tecnología de las universidades a la industria estaba en sus inicios, siendo las cifras hoy probablemente muy superiores. El impacto económico es también considerable: el ahorro para la industria llegó en 1985 a algo más de US$ 7000 millones solo en el campo de los procesos como consecuencia del aporte académico22.

			Todas estas consideraciones son las que han hecho posible que se introduzcan algunos cambios en las leyes de patentes, con el objeto que puedan proteger algunos de los resultados de la investigación básica en mayor medida a lo que tradicionalmente se hacía. Por tal motivo, y a diferencia de lo que era posible hasta hace unos pocos años, una combinación de descubrimientos científicos con indicación de su aplicación industrial puede ser aceptada hoy como invención patentable. Esto se refleja en el Convenio sobre la Patente Europea, según el cual un descubrimiento es excluido de la protección solo en la medida que es reivindicado como tal. Por tal motivo no puede sorprendernos que hoy se otorguen patentes de substancias bioquímicas, tratadas en pie de igualdad como otras substancias químicas (Strauss, 1994, pp. 14 y ss.). El impacto que estos cambios legislativos tendrán en el campo económico como en el científico —y por tanto en el universitario— es difícil de prever, pero sin duda será grande.

			3.8 La libertad de cátedra

			Un asunto que se encuentra muy conectado al tema que venimos tratando y que no puede soslayarse es el relativo a las conexiones entre el principio de la libertad de cátedra, la investigación y la protección de los resultados de esta última. La libertad de cátedra tiene asiento firme entre las tradiciones del mundo académico occidental y, en algunos casos, tiene además consagración constitucional, tal como ocurre en el Perú. En efecto, el artículo 18 de la Constitución Política, ubicado en el Título I, De la Persona y la Sociedad, Capítulo II, De los Derechos Sociales y Económicos, estatuye que «el Estado garantiza la libertad de cátedra y rechaza la intolerancia» y que la educación universitaria tiene entre sus fines «la formación profesional, la difusión cultural, la creación intelectual y artística y la investigación científica y tecnológica». La nueva Ley Universitaria, ley 30220, reconoce, en su artículo 5, la libertad de cátedra como uno de los principios que rigen la actividad de las universidades, sin más limitación que la lealtad a los principios constitucionales y a los fines de la correspondiente universidad. En su artículo 88, reconoce como derechos del docente el «ejercicio de la libertad de cátedra en el marco de la Constitución Política del Perú y la presente ley».

			Una de las manifestaciones más señaladas del derecho constitucional a la libertad de cátedra es la libertad de investigación, la que debe entenderse —creemos— en un sentido amplio, esto es, como la facultad que tiene el académico o investigador universitario de escoger el tema que desee investigar, la metodología correspondiente, así como el medio de difusión de los resultados obtenidos.

			3.9 Alternativas relacionadas con la difusión de los resultados

			La libertad para difundir los frutos de una investigación hace que puedan presentarse varias opciones (Bercovitz, 1978, pp. 66 y ss.). Una primera consiste en mantener secretos los resultados de la investigación; decisión excepcional, fuera de lo común, por contravenir a los fines mismos de la institución universitaria y que solo podrá justificarse por razones éticas o de oportunidad, por ejemplo, cuando no resulta conveniente dar a conocer resultados valiosos pero de carácter intermedio en el proceso de una investigación más ambiciosa. Ahora bien, la viabilidad de esta primera opción «se relaciona con el hecho indudable de que la difusión de los resultados de la investigación se vincula en cualquier caso al derecho moral del autor» (Bercovitz, 1978), razón por la cual difícilmente la autoridad universitaria, cuando se trata de una investigación individual, podrá imponer a un investigador la publicación de los resultados obtenidos, salvo —si hubiere justificación para ello— una sanción disciplinaria. Situación que será mucho más difícil que se presente en el supuesto mucho más común y usual que es el de la investigación en equipo, o en la efectuada por encargo.

			Una segunda opción consiste en difundir libremente los resultados de la investigación por cualquiera de los medios habituales, como son los libros y revistas, conferencias y ponencias. Otra es solicitar una patente cuando el fruto obtenido es una invención tal como la define la ley.

			«No parece dudoso que el investigador universitario deba tener en principio libertad para decidir sobre la difusión de los frutos de su tarea investigadora, partiendo siempre de la idea de que la universidad debe cumplir su función de difundir los nuevos conocimientos que en ella se adquieran» (Bercovitz, 1978, pp. 67). Así, generalmente será el investigador quien decidirá también cómo se difunden sus logros. De esta manera la libertad de investigación que se encuentra implícita en la libertad de cátedra afecta necesariamente a la difusión de los resultados, de los frutos obtenidos en ID investigación. Pero ese abanico de posibilidades o de opciones a que hemos hecho referencia se verá limitado en la práctica. En efecto, no se debe confundir la libertad de decidir cómo se van a difundir los resultados de la investigación con la titularidad del invento. El investigador podrá decidir si la invención debe difundirse o no por medio de la solicitud de una patente, pero su decisión a favor no implica necesariamente que esa patente haya de ser suya. Como más adelante veremos, se pueden presentar varios supuestos: patentes cuyo titular es el investigador, o la universidad, o la empresa que contrata la investigación; o combinaciones de estas alternativas. «Así pues el tema de la titularidad de las invenciones obtenidas por los investigadores universitarios es independiente del principio de libertad de difusión implícito en la libertad de cátedra. Por esa razón, en los casos en que se decida solicitar una patente, es imprescindible saber a quién corresponderá la titularidad de esa solicitud» (Bercovitz, 1978, p. 70).

			3.10 La participación de fondos públicos

			Ahora bien, la situación antes descrita se complica cuando la investigación es financiada con fondos públicos, lo que es muy usual en los países desarrollados. Surge así la pregunta de si resulta admisible que los resultados de la investigación universitaria, así sea hecha con profesores o con investigadores contratados pero con participación determinante de fondos públicos, pueda ser objeto de apropiación —vía patente de invención, por ejemplo— para su explotación exclusiva por terceros. Algunos afirman que esa apropiación no es compatible con los fines de la educación universitaria y con el interés primario que esta tiene que dar a conocer a la sociedad con la mayor amplitud y rapidez los resultados de sus investigadores y pesquisas.

			Para contestar adecuadamente a esta interrogante debemos antes preguntarnos cuáles son los intereses representados en los resultados de una investigación hecha con fondos públicos. Según Bodewig (1995b, pp. 118 y ss.), a quien seguiremos en este punto, aquellos pueden dividirse en cuatro grandes grupos. El primero está formado por los investigadores e inventores. El interés de los investigadores es ver publicado el resultado de sus pesquisas tan pronto como sea posible, no solo porque una ley no escrita del ámbito académico vincula la buena y mayor reputación al número y calidad de los trabajos publicados y conferencias ofrecidas, sino además porque ello trae reconocimiento por parte de otros colegas investigadores y, finalmente, un mayor ingreso o salario. Una publicación rápida, además, alienta el intercambio de ideas y da a su autor la posibilidad de confrontarlas, lo que es a su vez generador de nuevos conocimientos. Cuando el investigador se convierte en inventor o, en términos más generales, un productor de conocimientos explotables comercialmente, su interés mayor estará en obtener una patente antes de que se publiquen los resultados de la investigación, pues en caso contrario perderá novedad y consecuentemente patentabilidad. Puede inclusive abandonar totalmente la idea de una publicación cuando se trata de salvaguardar el carácter novedoso de un conocimiento que solo podrá ser protegido como secreto. Y tenga o no la titularidad sobre la invención, su interés mayor estará en conseguir que el invento se explote, para recibir así los beneficios económicos resultantes (véase «Actitudes e intereses académicos por considerar», en este mismo capítulo).

			El segundo grupo de intereses está formado por las universidades y los institutos de investigación. Ambos persiguen que los resultados de la investigación sean publicados tan rápido como sea posible. La reputación de estas instituciones se basa principalmente en su personal científico y académico, así como también en la posibilidad de atraer el mayor número de interesados en contratar investigadores y desarrollar proyectos conjuntos. El intercambio rápido de resultados puede ser apreciado positivamente, así como también una rápida explotación de los inventos, pues así podrán generarse nuevos ingresos que de alguna forma revierten en los propios investigadores.

			Un tercer grupo está compuesto por los intereses del gobierno y del público: obviamente ambos persiguen y desean que las inversiones con fondos públicos tengan el más alto nivel de eficiencia, lo que significa además una buena distribución o balance entre los fondos destinados a la investigación básica y a la aplicada. Sin embargo, es necesario matizar esta afirmación. Así, por ejemplo, el Estado se encuentra principalmente interesado en aplicar los resultados de las investigaciones a su propia esfera, esto es, por ejemplo, defensa o telecomunicaciones. También en privilegiar algunas áreas o sectores cuyos efectos se verán o apreciarán solo a largo plazo, razón por la cual no deben ser dejados a merced de las fuerzas del mercado; así, el Estado estará interesado en determinar las condiciones generales para la transferencia de estos conocimientos de los institutos de investigación o universidades a la economía en general. Ahora bien, debe tenerse presente que una frecuente objeción que se hace al licenciamiento exclusivo a instituciones o compañías privadas de los resultados de la investigación financiada por el Estado es que ello es contrario al interés público, pues se considera que el Estado ha hecho inversiones en investigación que han tenido que ser pagadas con los impuestos de todos y —además— que los licenciados o concesionarios de esos derechos exclusivos venderán los productos así producidos a un precio mayor; argumentos que —por cierto— desconocen los esfuerzos de esos concesionarios o licenciados para hacer de la «idea inventiva» un producto desarrollado y comercializable al alcance de muchos.

			Por último, deben tenerse en cuenta los intereses de la industria, que son el incorporar los resultados financiados por fondos públicos a su propia estrategia comercial con la menor interferencia posible, fundamentalmente mediante la obtención de licencias exclusivas y el desarrollo de otros productos u otras aplicaciones con la mayor libertad, todo ello bajo el amparo de la más irrestricta libertad contractual.

			3.11 La conveniencia de patentar

			Ahora bien, si los intereses envueltos en un contrato de investigación universidad-empresa no son —como hemos visto— siempre coincidentes, lo ocurrido en países desarrollados demuestra que carecen de fundamento aquellas alegaciones en virtud de las cuales resulta inconveniente, al bienestar general y a los fines de la institución universitaria, la obtención de protección jurídica vía patentes para los resultados de la investigación y su eventual cesión o licenciamiento, en exclusiva o no, a una empresa determinada, inclusive en aquellos casos en los que la investigación ha sido financiada por fondos públicos.

			Hay varias consideraciones que deben tenerse presentes a este respecto. La primera es que la investigación no es un fin en sí misma, por lo que sus resultados —inclusive aquellos en el área del conocimiento básico no orientado directamente a aplicaciones concretas— deben ser puestos a disposición del público de la mejor manera posible. Y este objetivo no puede ser logrado garantizando simplemente el libre e irrestricto acceso a los mismos (Bodewig, 1995b, p. 199), porque antes que ese nuevo conocimiento sea puesto a disposición del público incorporado en un nuevo producto o mediante un nuevo proceso, se requiere haber efectuado una considerable inversión en investigación adicional para lograr su efectiva aplicación técnica, probar su efectividad y posterior comercialización, y usualmente ello no puede llevarse a cabo en las universidades o institutos de investigación.

			Pues bien, resulta evidente 

			que ninguna empresa estará dispuesta a efectuar tales inversiones, si una vez que ha conseguido introducir el nuevo producto en el mercado, ese mismo producto puede ser comercializado por cualquier empresa competidora, que tendrá, además, la ventaja de no haber tenido que hacer la misma inversión. Está demostrado que las empresas solo están dispuestas a invertir en el desarrollo y comercialización de un producto si tienen la seguridad de que podrán explotarlo en exclusiva durante cierto tiempo, para compensar y obtener beneficios por la inversión realizada (Bercovitz, 1994, p. 12). 

			En términos de una política de investigación, la creación de nuevos conocimientos en las universidades y su protección temporales (patente de invención y derecho de autor) persiguen el mismo propósito u objetivo, esto es, diseminar el conocimiento para beneficio común (Bodewig, 1995b, p. 199).

			En resumen, si no se protegen los resultados de la investigación universitaria por medio de esos derechos exclusivos, no habrá empresa interesada en explotarlos, en desarrollar y comercializar los resultados, con la consecuencia que no se explotarán y no beneficiarán a la sociedad. Bercovitz cita un famoso ejemplo al respecto: mientras la penicilina, que no fue protegida por una patente, tardó bastantes años en ser comercializada, la estreptomicina, que sí fue patentada, fue comercializada mucho más rápidamente (Bercovitz, 1994, p. 12).

			Es, pues, de sobra conocido —y ello tiene una especial relevancia para este artículo— que en la gran mayoría de los casos cuando las empresas celebran contratos de investigación con la universidad exigen que los resultados que se obtengan sean objeto de protección jurídica (Bercovitz, 1994, p. 13).

			Además, la obtención de patentes de invención tiene otras ventajas marginales como relacionar a los investigadores universitarios con el mundo de las empresas, ya que les permitirá conocer los problemas de la industria y a tenerlos en cuenta al momento de programar futuras investigaciones (Bercovitz, 1981, p. 61), lo que a su vez podrá significar mayores ingresos tanto para la universidad como para los propios investigadores.

			4. Invenciones laborales y patentes universitarias

			4.1 Derecho moral y titularidad de la patente

			Aceptada la conveniencia o pertinencia de solicitar protección jurídica mediante una patente de invención para los resultados de la investigación universitaria que así lo ameriten, conviene ahora determinar quién o quiénes tendrán la titularidad de aquella, es decir, si pertenecen a la universidad, al profesor que ha realizado la investigación o la empresa que la ha encargado. Como tendremos ocasión de ver, las leyes y la práctica admiten soluciones diversas.

			Mas, antes de continuar, es necesario distinguir entre el derecho moral del inventor y la titularidad de un invento23. En efecto, el inventor tiene derecho a ser considerado como autor de la invención y a ser mencionado como tal en la solicitud de la patente; puede, obviamente, también oponerse a ello24. Este derecho no puede transmitirse, pues deviene en imposible que quien no ha sido el inventor adquiera el derecho a ser designado como tal. Pero cuestión distinta es

			la titularidad del invento considerado como un bien con valor económico propio. Porque el hecho de que el inventor tenga que ser designado en la solicitud de patente, no quiere decir que sea necesariamente él quien tenga derecho a presentar la solicitud. Si ha transmitido su derecho sobre el invento, será el adquirente quien podrá pedir la concesión de la patente. Y si es la ley la que otorga la titularidad de la invención a una persona distinta del inventor, será esa persona y no el inventor quien tendrá derecho a obtener la patente (Bercovitz, 1982, p. 46).

			Ahora bien, inventores solo pueden ser las personas naturales; titulares de una patente lo pueden ser estas últimas pero también las personas jurídicas25. De esta forma, solo el inventor o su causahabiente, es decir, una persona que por cualquier medio legítimo haya adquirido del inventor su derecho sobre la invención (quien la ha comprado, o heredado, o adquirido por donación, etcétera) tiene derecho a solicitar la patente. Dentro de esta problemática y con especial relación a la materia de que trata este artículo, se encuentra el tema de la determinación de la persona a quien corresponde la titularidad del invento, cuando este ha sido realizado por el trabajador o docente de la empresa o universidad respectivamente, esto es, dentro del marco de una relación laboral; se trata del tema de las invenciones laborales que veremos enseguida.

			De las consideraciones anteriores puede deducirse que resulta del mayor interés estudiar y examinar las distintas maneras o soluciones para determinar a quién pertenece la titularidad de las invenciones realizadas en la universidad; para ello no basta saber lo que dice la ley, pues a veces es muy escueta —como ocurre en el caso del Perú, como más adelante veremos— o en otros casos silencia el asunto, así que conviene examinarlo no solo como una cuestión de técnica jurídica o de aplicación legal, sino tomando una perspectiva más amplia que considere aspectos económicos, tecnológicos y educativos, que van más allá de lo estrictamente jurídico.

			4.2 Invenciones laborales26

			Si bien nos movemos en un terreno en el que existe amplia libertad contractual, debe tenerse presente que en muchos países existen disposiciones que regulan específicamente la titularidad de los inventos o conocimientos técnicos resultantes de una labor realizada bajo dependencia laboral. Se trata del tema de las invenciones laborales, al que nos referimos haciendo especial mención al ámbito universitario.

			El tema de las invenciones laborales es reconocido como complejo y se encuentra en la intersección entre el derecho laboral y la regulación de las patentes de invención. En algunos países, por ejemplo, los resultados del trabajo —según las leyes laborales— pertenecen al empleador, según las leyes de patentes pertenecen al inventor y, por tanto, al empleado, salvo regulación contractual en contrario.

			Se entiende por invenciones laborales las realizadas por personas que realizan su trabajo en una empresa, o en una entidad de otro tipo, a cambio de una remuneración (Bercovitz, 1976, p. 12). Su importancia radica en el hecho comprobable que la gran mayoría de las invenciones, y desde luego las más importantes, son hechas por inventores asalariados. Las solicitudes correspondientes de cualquier país así lo confirman.

			Las empresas investigan —como sabemos— para conservar y aumentar su poder, su cuota en el mercado. Y los estados financian a sus instituciones o universidades porque el progreso tecnológico es base para el económico y para hacer realmente competitiva a la industria nacional.

			Mas, para comprender en toda su importancia a las invenciones laborales, es necesario recordar que son las exigencias de la propia investigación las que hacen que esta deba efectuarse fundamentalmente en el seno de empresas o instituciones ad hoc. En efecto, hoy la investigación es programada, sistemática y continua; en otras palabras, planificada. De antemano se han previsto los inventos que se pueden alcanzar. Para ello se requieren importantes medios materiales y humanos. Por estas razones es que la figura del inventor aislado e independiente, pobre e intuitivo, ha devenido en marginal, ya que son cada vez menores en número y en importancia las invenciones fruto de ese «genio solitario» (Bercovitz, 1976, p. 9; Lema, 1990, p. 146).

			Ahora bien, las invenciones laborales se suelen clasificar en dos grandes grupos: invenciones de servicio e invenciones libres (Lema, 1990, p. 149 y ss.). Y dentro de las primeras se pueden distinguir las invenciones por encargo y las invenciones dependientes. Veamos sucesivamente cada una de ellas.

			Las invenciones de servicio «por encargo» son aquellas realizadas mientras se encuentra vigente el contrato o relación de trabajo, cuyo objeto es justamente que el trabajador realice una actividad inventiva, que solucione un determinado problema técnico. Las invenciones de servicio «dependientes» son las realizadas por un trabajador que no ha sido contratado expresamente para investigar, pero que obtiene una invención relacionada con su actividad, en cuyo logro han influido los conocimientos adquiridos dentro de la empresa o bien la utilización de medios proporcionados por esta. Por su lado, se entienden por invenciones libres las realizadas por el trabajador que no son fruto de contrato alguno ni tampoco relacionados con su actividad laboral; en verdad, estas invenciones no son propiamente invenciones laborales, estando vinculada su problemática a su determinación como efectivamente «libres» y a la preferencia que debe o no tener la empresa para explotarla —ya que generalmente pertenecen por mandato legal al inventor— cuando la invención está relacionada con la propia actividad de empresa, pues de lo contrario se podría estar violando el deber de lealtad que recae en todo trabajador frente a su centro laboral.

			El simple enunciado de estos tipos o clases de invenciones nos permite apreciar los diversos intereses presentes. Veámoslos ahora desde la perspectiva de la universidad.

			4.3 Actitudes e intereses académicos por considerar

			Cada universidad debe determinar cuál es el mejor sistema aplicable a la propiedad o titularidad de los resultados de la investigación. Tradicionalmente los objetivos universitarios han sido brindar educación al más alto nivel y efectuar la investigación necesaria para conservarlo o incrementarlo; en otras palabras, desde la perspectiva de la universidad la investigación es un soporte indispensable para la enseñanza y el progreso del conocimiento, mas no está necesariamente conectada con la posible explotación industrial de los resultados27. Esta visión tradicional, sin embargo, se ha modificado durante los últimos años, pues existe un fuerte movimiento destinado a acercar a la universidad con el resto de la sociedad, y se la requiriere para que proponga soluciones a sus problemas. Uno de estos problemas —sin duda alguna— es el de la competitividad de la industria (véase «Más sobre la investigación básica, descubrimientos e invenciones» y «La conveniencia de patentar», en este mismo capítulo).

			Si la universidad ha decidido convertirse —sin perder de vista sus objetivos clásicos— en apoyo o soporte del progreso tecnológico, aparece el debate sobre los criterios para determinar quién o quiénes serán los titulares de los resultados provenientes de la investigación universitaria.

			Dice Strauss (1994, p. 32) que cuando el legislador aborda el tema de la regulación para la titularidad de las innovaciones obtenidas por profesores e investigadores universitarios, debe considerar, entre otros, aspectos tales como el potencial investigador, el sistema de financiación de las universidades e instituciones similares, la infraestructura disponible, los lazos entre el mundo académico y la industria, y la actitud, favorable o no, a obtener una patente. Dependiendo de los resultados de esta evaluación, y teniendo en mente la necesidad de asegurar que se transfieran los resultados a la industria, así como evitar alterar la armonía del mundo académico, cuyo objetivo primordial ha sido y seguirá siendo la enseñanza y el enriquecimiento del conocimiento, el legislador deberá decidir si atribuir los derechos sobre las invenciones a los propios profesores e investigadores; o a las universidades, como empleadores; o, incluso al Estado, cuando sea el financiador único o predominante. 

			La experiencia internacional demuestra que (Bercovitz, 1994, p. 15), en general, los profesores universitarios no están tan interesados en ser los titulares de los derechos como en conseguir que se exploten y obtener una parte de los beneficios económicos que puedan generarse; en lo que sí están interesados es en aparecer como autores de la invención o de la obra científica expuesta por ellos.

			Hay también otros aspectos que deben tomarse en consideración (Bercovitz, 1994, pp. 16-17). El primero, fomentar la toma de conciencia en los investigadores para que comprendan que si desean obtener una patente, no pueden difundir sus invenciones mediante conferencias o artículos científicos antes que la solicitud haya sido presentada, pues en caso contrario perderá novedad, que es un requisito esencial para obtener la patente. En segundo término, recordar que no siempre el valor económico está directamente condicionado por el valor científico, lo que a veces es de difícil comprensión en el medio universitario. Existen abundantes ejemplos de invenciones de prácticamente nulo valor científico y de gran éxito comercial, y viceversa. Por último, debe considerarse el tema del costo de patentamiento y de la defensa de los derechos exclusivos, mucho más cuando se desea hacerlo a escala internacional y dentro del plazo de prioridad que otorgan los convenios en la materia, así corno el de hacer respetar los derechos exclusivos que se obtengan. De esto se concluye que la universidad no siempre estará dispuesta a enfrentar esos costos y que preferirá lo asuman empresas interesadas en una determinada invención.

			De otro lado, no debe olvidarse que una patente sirve de muy poco si no se explota comercialmente; y ello dependerá no del juicio del cuerpo administrativo o docente, sino del de las empresas. Y se trata de un juicio que no debe desestimarse, pues las empresas se encuentran más cerca del mercado y de sus necesidades que los investigadores universitarios; además, por el hecho nada desdeñable de que el costo de desarrollar y comercializar un invento es muchas veces superior al costo de la investigación. Por todo ello, resulta lógico y natural que las empresas demuestren interés en explotar invenciones en cuya gestación han participado. Las situaciones que de ello se derivan deben estar —en lo posible— previstas en el contrato de investigación.

			En conclusión, y aunque existen otras variables más por considerar, puede afirmarse que las universidades deben tener una política clara y explícita sobre la titularidad y explotación de las creaciones o invenciones realizadas en su seno, teniendo en cuenta los factores enunciados así como la legislación vigente y sus propios estatutos.

			4.4 Las patentes universitarias28

			En primer término, cabe indicar que existe una serie de factores comunes a las invenciones universitarias y a las invenciones laborales, pues ambas son realizadas por personas que están en una relación de empleo, de dependencia. Son generalmente, además, fruto de los medios —tanto personales como materiales— proporcionados por la entidad a la cual el investigador presta sus servicios (Bercovitz, 1981, pp. 89 y ss.). Pero también existen matices que marcan diferencias que es pertinente recordar.

			El investigador universitario tiene una función distinta al investigador de empresa, fundamentalmente por la aplicación del principio de libertad de cátedra que le permite escoger el tema a investigar y la metodología aplicable (véase «La libertad de cátedra» en este mismo capítulo), lo que resulta extraño para el investigador contratado por una empresa, ya que es esta la que marca o decide los objetivos de la investigación. También porque las finalidades que se persiguen no son siempre coincidentes, ya que en la empresa la investigación persigue siempre la realización de innovaciones tecnológicas que puedan ser explotadas comercialmente, circunstancia que no se presenta idéntica en la universidad porque la prioridad básica sigue siendo el progreso de la ciencia y la excelencia en la docencia.

			De todo lo anterior resulta que cuando el investigador en una empresa realiza una invención está haciendo precisamente aquello para lo que ha sido contratado y que se espera que sea el resultado de su actividad, mientras que cuando se trata de un profesor universitario la obtención de una invención patentable puede ser un logro notable, pero no necesariamente es la consecuencia necesaria de su tarea, pues cuando se le otorga la calidad de tal no se espera de él que realice invenciones, sino que investigue, que es cosa distinta.

			Tampoco la situación de la empresa es equiparable a la de la universidad con referencia a la investigación que se realiza en su seno. La empresa financia la investigación buscando obtener unos resultados que la hagan más rentable y es ella la que está usualmente en condiciones de hacer uso de esos resultados o de explotar la patente. En el caso de la universidad el progreso de la ciencia y la difusión de nuevos conocimientos están o deben estar por encima del carácter rentable de la invención, que suele ser una cuestión importante pero secundaria. De otro lado, la universidad no está usualmente en condiciones de explotar ella misma las invenciones realizadas en su seno y se verá obligada a negociar con las empresas la explotación de sus inventos; se trata, pues, de una explotación indirecta.

			Dice Bercovitz: 

			por esta razón, algunos de los derechos otorgados a las empresas en otros ordenamientos con referencia a las invenciones realizadas por sus trabajadores pierden, en general, su sentido cuando se atribuyen a la universidad. Así ocurre, por ejemplo en el derecho norteamericano con el denominado shop right que se da cuando un trabajador no ha sido contratado para inventar, situación en la que se encuentran los profesores universitarios, y sin embargo realiza una invención patentable en circunstancias que implican una contribución relevante para su obtención por parte del empresario. En tal caso la invención pertenece al trabajador, pero está gravada con el shop right, que significa que el empresario tiene derecho a una licencia no exclusiva, gratuita e intransmisible que le permita explotar la invención mientras dure la vida legal de la patente. Es evidente que una universidad no tendrá normalmente ningún interés en ejercitar el shop right o un derecho equivalente (Bercovitz, 1981, p. 91).

			Y tampoco tienen sentido en una universidad las usuales limitaciones que las empresas imponen a sus investigadores en el sentido de no poder ofrecer su invención a empresas competidoras. Por todas estas consideraciones es que las invenciones universitarias, si bien son invenciones laborales, tienen un carácter sui generis, por lo que en algunos países han sido excluidas del régimen legal aplicable a las invenciones laborales, lo que no ocurre en el caso peruano salvo disposición contraria del estatuto o reglamento interno de la correspondiente universidad (véase «Régimen legal peruano» en este mismo capítulo)29.

			4.5 Alternativas sobre la titularidad

			La universidad, al no estar usualmente preparada para explotar las patentes originadas en su seno o cuya titularidad puede corresponderle a ella o a sus investigadores, será necesario que adopte un sistema que, sin contrariar sus intereses, haga posible la explotación del invento y satisfaga a los investigadores. Se presentan dos grandes alternativas.

			Si el sistema adoptado por la universidad es el que permite a los investigadores ser titulares de las patentes, será conveniente crear un organismo que permita asesorarlos, pues en ocasiones ignoran las posibilidades y requisitos para la protección jurídica de los inventos. Ahora bien, dado que las universidades suelen estar siempre necesitadas de dinero, este sistema no parece ser el más viable, dado que será difícil convencer a sus autoridades que realicen inversiones bajo una modalidad de la que no saben si van a recibir beneficio alguno.

			Pero si el sistema que se adopta permite a la universidad acceder a la titularidad —exclusiva o compartidamente— con beneplácito o aceptación de los investigadores, entonces estará en condiciones de intentar institucionalizar un sistema de gestión, entre cuyos objetivos se encontrará el seleccionar aquellas invenciones que puedan ser rentables y negociar con las empresas su explotación; planteamiento este que suele ser muy bien recibido por los investigadores, pues generalmente no están en condiciones de dedicarse —ni lo desean— a gestiones puramente comerciales, aparte de no disponer de fondos para proteger efectivamente sus inventos (Bercovitz, 1981, pp. 98-99). Y cuando —dentro de este sistema— la universidad no se interese por un invento específicamente, entonces deberá dejar en libertad a los investigadores para que asuman la titularidad, y puedan intentar directamente su puesta en explotación. Mas cualquiera que sea la política que en definitiva asuma la universidad en la materia que comentamos, deberá ser lo suficientemente flexible para no trabar la negociación de un contrato de investigación con las empresas u organismos estatales, ya que será muy probable que en ellos se estipule, con toda claridad, a quién corresponderá la titularidad de los posibles inventos resultantes de la investigación, así como también las condiciones de la futura explotación.

			4.6 Balance de intereses

			Para que determinada regulación jurídica o contractual tenga éxito es preciso entonces tener presente los objetivos que se persiguen y los intereses en juego. Resulta evidente que la finalidad principal consiste en hacer posible la realización de invenciones, sin desconocer ni distorsionar la función esencial de la universidad (Bercovitz, 1981, pp. 93 y ss.). Ahora bien, esta última deberá buscar que las patentes en cuyo logro han intervenido sus profesores o investigadores sean explotadas en beneficio de la comunidad, y obtener recursos complementarios para el desarrollo de sus investigaciones, alentando esta última entre sus miembros. Por otro lado, los investigadores universitarios buscarán adquirir un mayor prestigio pero también mejorar sus ingresos. La industria, finalmente, deseará conocer y explotar —de preferencia en exclusiva— los resultados de la investigación universitaria.

			De lo anterior se deduce la necesidad de buscar una solución justa y equilibrada que fomente la investigación, la obtención de patentes universitarias, y una distribución de los beneficios económicos que resulten de la explotación del invento o de la aplicación del conocimiento obtenido, solución que constituye, además, la tendencia mundial, pues resulta lógico que la universidad no renuncie a beneficios, que si bien resultan suplementarios, son a veces indispensables para continuar o profundizar en su tarea investigadora.

			Si respetamos este planteamiento, en cierta medida resulta indiferente —dice Bercovitz (1981, p. 94)— quien ha de ostentar la titularidad del invento realizado, sea el inventor o la universidad. Si se reconoce al inventor el derecho de percibir una parte de los beneficios no tendrá normalmente interés en la titularidad (puesto que su derecho moral —de acuerdo a ley— aparecerá siempre), pero sí en que la universidad haga todo lo necesario para conseguir su explotación. Desde el punto de vista de la universidad la situación es similar, pues si se le reconoce el derecho de participar en los beneficios derivados de la invención, tampoco debería estar particularmente interesada en la titularidad.

			Pero hay un factor —en opinión de Bercovitz (1981, p. 95)— que hace inclinar la balanza a favor de la titularidad de la universidad, y ese es el control de las actividades investigadoras y de sus resultados. En efecto, si se atribuye la titularidad a los profesores existe el riesgo de que en determinados casos se desnaturalicen los fines de la institución universitaria cuando, por ejemplo, un departamento, sección o repartición similar llegue a convertirse en un laboratorio, en un apéndice de la empresa, en detrimento de su misión docente. Según Bercovitz, el sistema ideal es el de atribuir la titularidad de las invenciones a la universidad, dando una participación en los beneficios que se obtengan al inventor y al departamento o facultad correspondiente, sistema este que se encuentra ampliamente generalizado en las universidades norteamericanas, aunque con porcentajes de participación variables.

			Pero más allá del tema de la titularidad de los inventos —en alguna medida un problema formal— el tema de fondo es el de la explotación, pues sin ella simplemente no hay beneficios para nadie. De ahí que lo más importante es instrumentar los medios que permitan su paso a la industria; la titularidad es un tema secundario, porque sin explotación la patente «se convierte en un cascarón vacío de contenido» (Bercovitz, 1981, p. 96). Y los temas que plantea la explotación de las invenciones universitarias son particularmente difíciles, pues no nos encontramos en el supuesto de invenciones resultantes de un contrato universidad-empresa, sino de invenciones que no son siempre una respuesta a las necesidades sentidas por la industria, lo que las hace en ocasiones poco aptas para su transmisión, cesión o licenciamiento. Sufren, desde esta perspectiva, una desventaja con las restantes invenciones laborales que sí son usualmente el resultado de un contrato ad hoc.

			4.7 Régimen legal peruano

			La Decisión 486, en su artículo 22, señala que el derecho a la patente pertenece al inventor o a su causahabiente y que los titulares podrán ser personas naturales o jurídicas (véase «Derecho moral y titularidad de la patente» en este mismo capítulo). Ello ha sido confirmado por el artículo 2 del decreto legislativo 1075, que aprueba disposiciones complementarias a la Decisión 486. Indica, además, que si varias personas han realizado conjuntamente una invención, el derecho corresponde en común a todas ellas, pero que si lo hubieren hecho independientemente una de otras la patente se concederá a aquella que primero presentó la solicitud, o la que invocó la prioridad de fecha más antigua, supuesto este último en que son de aplicación la Decisión 486 y los convenios internacionales como el de París, en los que se indican los procedimientos para reivindicar prioridades. La prelación de derechos está consignada, asimismo, en los artículos 12 y 19 del decreto legislativo 1075.

			La regulación de las invenciones producidas bajo relación laboral se encuentra en el artículo 36 del referido decreto legislativo, pues la Decisión 486 es muy pobre en esta materia y se refiere básicamente a las invenciones ocurridas cuando el Estado es el empleador, circunstancia particular a la que haremos referencia más adelante.
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